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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS



	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	07-9133-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Dinarte Zúñiga
	03-07-07
	COBRO DE TASAS POR SERVICIOS MUNICIPALES

-Artículo 74 del Código Municipal, específicamente la parte que dice: “se cobrarán tasas por los servicios de mantenimiento de parques, zonas verdes” y la parte final que dice: “tal suma se cobrará proporcionalmente entre los contribuyentes del distrito, según la medida lineal de frente de propiedad”. 



	07-9279-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Idilio Méndez Chaves

Compañía Distribuidora Mayorista CODIMA SA
	05-07-07
	APELACION EN CASOS DE DESERCION

- Artículo 217 párrafo in fine del Código Procesal Civil. 

Se acusa que la norma impugnada reserva el derecho de apelación solo a una parte de la relación procesal, que es la parte actora, no así al demandando. 



	07-9336-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique Pastrana Gutiérrez

Constructora Carlos Muñoz S.A.
	06-07-07
	PERSONALIDAD JURIDICA INSTRUMENTAL DEL CONAVI.

-Artículo 3 de la Ley de Creación del Consejo Nacional de Viabilidad. No. 7798 del 30 de abril de 1998. 

La norma impugnada faculta al Consejo para participar como parte litigante, separada y diferente del Poder Ejecutivo en el proceso judicial.



	07-9501-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar López

PASE
	11-07-07
	PARTICIPACION CIUDADANA EN REFERENDUM

-Artículo 16 del Reglamento de los Procesos de Referéndum No. 11-2007. Decretado por el Tribunal Supremo de Elecciones en sesión ordinaria No. 54-2007, celebrada el 19-06-2007.

Se acusa que la norma impugnada determina el tipo de votación que requiere el proyecto de ley para su aprobación y, la participación ciudadana que se necesita para aprobar, derogar o reformar una ley por medio del referéndum.



	07-9521-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan José Guardia Pinto
	12-07-07
	CALIFICACION PARA PUESTOS DE PROFESIONALES EN MICROBIOLOGIA Y QUIMICA CLINICA.

-Artículo 22 del Decreto Ejecutivo No. 21034-S del 28-01-1992. Reglamento al Estatuto de Servicios de Microbiología y Química Clínica. (Ley 5462). 

La norma establece la forma en que se calificarán los candidatos para los nombramientos de profesionales en microbiología y química clínica, consideran que la asignación de puntos en irrazonable y desproporcionada.



	07-9541-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Thompson Piñeres

Inversiones Sanchez Solera SA
	12-07-07
	APLICACIÓN RETROACTIVA DEL PLAN REGULADOR DE SAN ISIDRO DE HEREDIA.

-Artículos 26, 73, 74, 76, 77 y 124 del Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia. Publicado en La Gaceta No. 242 del 15-/12-2005.

Se acusa la aplicación retroactiva del Plan Regulador.

	07-9708-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Martínez Meléndez
	16-07-07
	LIMITE MAXIMO DE UNA PENA DE PRISION. 

-Ley 7389 que reformó el artículo 51 del Código Penal. 

Máximo de prisión al que puede una persona ser condenada (50 años). Se alega que la norma es inconstitucional por que fue aprobado por una comisión legislativa que no tenía potestades para aprobar o reformar la ley, en tanto su integración no se realizó de conformidad con lo dispuesto por la Constitución. 



	07-9707-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jose A. Martínez-Ortíz Casas y otro
	16-07-07
	SISTEMA DE ELECCION DE DIPUTADOS

-Artículo 138 del Código Electoral. Ley No. 1536 del 10-12-1952. 

Contra elección de diputados por subcociente, como barrera electoral de ingreso al sistema de adjudicación de curules o plazas que quedan sin llenar por cociente.



	07-9782-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Elizabeth Molina Cordero y otra

Bosques de Altamira SA


	17-07-07
	INMOVILIZACION DE PROPIEDADES

-Artículos 87 y 88 del Reglamento del Registro Público. Decreto Ejecutivo No. 26771-J del 18-02-1998. 

Las normas impugnadas señalan que sólo el registrador podrá corregir los errores cometidos en la inscripción de un documento, sean materiales o sustanciales. En caso de que causen daños a terceros deberá elaborar un informe, elevarlo a conocimiento de la Dirección e iniciar una gestión administrativa. Mediante resolución fundada se ordenará la inmovilización de la propiedad. 



	07-9789-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Mario Desilvestri Pájaro y otro
	17-07-07
	INMOVILIZACION DE PROPIEDADES

-Artículos 87 y 88 del Reglamento del Registro Público. Decreto Ejecutivo No. 26771-J del 18-02-1998. 

Las normas impugnadas señalan que sólo el registrador podrá corregir los errores cometidos en la inscripción de un documento, sean materiales o sustanciales. En caso de que causen daños a terceros deberá elaborar un informe, elevarlo a conocimiento de la Dirección e iniciar una gestión administrativa. Mediante resolución fundada se ordenará la inmovilización de la propiedad. 



	07-9890-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mndred Marshall Montealegre y otra

SHANGI LA DE SANTA ANA SA
	19-07-07
	CREACION DEL PARQUE NACIONAL MARINO LAS BAULAS. 

-Decreto Ejecutivo No. 20518-MIRENEM del 05-06-1991. Creo el Parque Nacional Marino Las Baulas. 

-Ley 7524 del 10-07-1995. Ratificó la existencia del Parque Nacional Marino Las Baulas.

Las normas imponen limitaciones al derecho de propiedad que ostentan las personas físicas o jurídicas, cuyos bienes se encuentran ubicados dentro de los límites del Parque. Asegura que no fueron aprobados por mayoría calificada. 



	07-10189-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alonso Álvarez Valenciano
	25-07-07
	AUTORIZACION PARA CIRCULACION DE VEHÍCULOS PESADOS.

-Decreto  Ejecutivo No. 33773-MOPT del 26 de abril del 2007. Publicado en La gaceta No. 99 del 24 de mayo del 2007. 

Se reforma el Reglamento de Circulación por Carretera con Base en el Peso  las Dimensiones de los Vehículos de Carga. Señala que la administración pretende mantener nuestra  red vial nacional y cantonal en óptimas condiciones y por otro lado se autoriza la circulación de vehículos que sobrepasan la capacidad para la cual fueron diseñadas, con el argumento de que el sobrepeso ayudará a un mayor éxito en la compactación o colocación de la mezcla actual.  



	07-10348-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Aldo Milano Sánchez

Centro Industrial Manufacturero El Roble S.A.


	27-07-07
	SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO O DISPOSICION EN VIA CONTENCIOSA.

-Artículo 83.9 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 

No se suspende la ejecución del acto o disposición impugnados. En este caso concreto, es el cobro de impuestos.



	07-10430-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Laba Skaf

Importaciones La Guaria del Norte SA
	27-07-07
	REDUCCION DE PLAZO DE PRESCRIPCION

- Artículo 33 párrafo I del Código Procesal Penal, reformado por la Ley No. 8146 del 30-10-2001. 

Se considera que la norma impugnada restringe la investigación penal a la mitad del plazo normal de prescripción.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	07-05632-0007-CO

Voto 2007-09469
	03-07-07
	A las diez horas. Consulta de Constitucionalidad. Defensora de los Habitantes y Alberto Luis Salom Echeverría, y otros, en lo referente al Tratado de Libre Comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos. Se evacuan las consultas formuladas en el siguiente sentido: 

Primero.- Por mayoría de los Magistrados Solano, Vargas, Armijo, Jinesta, y Cruz, se admiten ambas consultas. La Magistrada Calzada salva el voto, únicamente, en cuanto a la procedencia de la consulta de las diputadas y los diputados y la declara inadmisible. El Magistrado Mora salva el voto y declara inadmisibles ambas consultas.
Segundo.-  Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Calzada, Vargas y Jinesta se evacuan las consultas, en el sentido de que no se observan vicios de constitucionalidad en el Tratado consultado. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido de que resulta inconstitucional: a) lo dispuesto en cuanto a la Comisión de Libre Comercio; b) del Capítulo de Telecomunicaciones lo que se refiere a la aplicación retroactiva del Anexo 13; c) lo dispuesto en materia ambiental, salvo lo relativo a la participación ciudadana; d) lo relativo al proceso de certificación en los Estados Unidos; e) el arbitraje Inversionista-Estado; f) la figura de la Comisión de Libre Comercio; g) el tema de los medicamentos en el Capítulo de Propiedad Intelectual; y h) en lo que respecta a resolución de controversias, inversiones y salud, en cuanto afecta el Estado Social y Democrático de Derecho. 

El Magistrado Armijo, además, considera inconstitucional el concepto de territorio establecido en el Tratado. 

Tercero.-  Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Calzada, Vargas y Jinesta se declara que no ha lugar a evacuar la consulta en cuanto a los temas de procedimiento legislativo. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto respecto de este tema de la siguiente manera: a) es inconstitucional el trámite de la iniciativa relativa a la aprobación del Tratado consultado, por vulnerar el contenido esencial del artículo 10 de la Constitución Política, al no haberse efectuado la consulta preceptiva contemplada en esa norma; b) viola el Derecho de la Constitución, el hecho que el Plenario de la Asamblea Legislativa, en el acuerdo tomado en la sesión ordinaria N° 183 de 23 de abril de 2007, haya modificado los términos de la iniciativa del Poder Ejecutivo para someter a referéndum el Proyecto aludido, así como en la comunicación del Directorio de la Asamblea Legislativa N°. 6323-06-07; c) constituye una violación de los principios que informan este proceso, en particular del principio democrático y de publicidad, el hecho que se haya omitido efectuar la traducción oficial al idioma español, de la integridad del texto del Tratado aludido, teniendo en consideración que los folios 2179 y 2581 del expediente legislativo N° 16.047 están en el idioma inglés; d) es inconstitucional la omisión de incluir el contenido del acta de la sesión N° 183 de 23 de abril de 2007 del Plenario de la Asamblea Legislativa, en el expediente legislativo N° 16.047, por la violación de los principios de seguridad jurídica y de publicidad. 
Cuarto.-  Por unanimidad, se declara inadmisible la ampliación presentada por las diputadas y los diputados y las gestiones planteadas por personas no consultantes. 

Notifíquese en los medios señalados, así como al Tribunal Supremo de Elecciones.-

	07-06619-0007-CO

Voto 2007-09699

	04-07-07
	A las diez horas. Consulta Legislativa referente al expediente número 16521 “Reforma Parcial del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa”. Se evacua la consulta legislativa facultativa, respecto del procedimiento seguido para el trámite del proyecto del acuerdo para reformar parcialmente el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa (expediente legislativo número 16.521), en el siguiente sentido: 

a) Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Vargas y Jinesta se declara que no se dan los vicios de procedimiento reclamados. El Magistrado Armijo salva el voto y evacua la consulta en el sentido de que el procedimiento empleado en la reforma presenta vicios sustanciales. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz salvan el voto y declaran que constituye un vicio sustancial del procedimiento la forma en que se aplicó la resolución interpretativa de la Presidencia de la Asamblea Legislativa número 4 del 25 de mayo de 1992.   

b) Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Vargas y Jinesta que no resulta inconstitucional que no se haya expresamente dispuesto en el procedimiento acordado para la modificación del artículo 41 bis la inclusión de una frase en la norma, que exceptúe los tratados internacionales a que se refiere el párrafo segundo del artículo 7 de la Constitución Política, de ese trámite, ya que la sentencia 2007-002901 por sí misma, tiene efectos normativos y queda incorporada al derecho parlamentario sin necesidad de norma especial.  

c) Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Vargas y Jinesta que la reforma propuesta del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en lo relativo a los tratados públicos y convenios internacionales, debe estarse a lo resuelto en la sentencia 2007-002901, que estableció que únicamente deben exceptuarse los tratados contemplados en el artículo 7°, párrafo 2°, de la Constitución Política. Que tiene un procedimiento específico. 

En cuanto a los puntos b y c de este pronunciamiento la Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto en los mismos términos que lo hicieron en la sentencia número 2007-2901 de las diecisiete horas y treinta minutos del veintiocho de febrero del 2007. 

Notifíquese a los Diputados y Diputadas consultantes y al Presidente de la Asamblea Legislativa.-


	07-05860-0007-CO

Voto 2007-09879


	17-07-07
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eliécer Calvo Rodríguez y otros en contra del artículo 133 del Código Municipal. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Cruz ponen nota.-



	07-07666-0007-CO

Voto 2007-09880


	17-07-07
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Alberto Guevara Espinoza contra la Ley No. 8589 sobre la Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Se deniega el trámite a esta acción.-



	07-06156-0007-CO

Voto 2007-09881
	17-07-07
	A las quince horas con quince minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Alfonso Ramírez Castro y otros en contra del párrafo segundo del artículo 165 del Código Notarial. Se deniega el trámite a esta acción.-



	07-04519-0007-CO

Voto 2007-09882
	17-07-07
	A las quince horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Díaz Méndez y otros en contra de los artículos 2 inciso h) y 45 párrafo tercero de la Ley de Contratación Administrativa, y otras normas. Se deniega el trámite a esta acción.-



	07-02277-0007-CO

Voto 2007-09883
	17-07-07
	A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alba Iris Ortiz Recio y otro, como apoderados especiales judiciales de las Empresas Holterman y Compañía Sociedad Anónima, y otras, en contra del artículo 5 de la Ley de Patentes de la Municipalidad de Tibás, número 82523, del treinta de junio de dos mil seis. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 07-000843-007-CO se tramita ante esta Sala.-

	06-14770-0007-CO

Voto 2007-10578
	25-07-07
	A las dieciséis horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Alberto Ramírez Aguilar en contra de la Ley número 7524 “Creación del Parque Nacional Marino Las Baulas”. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-16067-0007-CO

Voto 2007-10581
	25-07-07
	A las dieciséis horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara de Infocomunicaciones y Tecnología de Costa Rica en contra del Decreto Ejecutivo número 32786-G del 17 de noviembre de 2005, publicado en La Gaceta número 228 del 25 de noviembre de 2005. Se suspende la ejecución del acuerdo No. 9, adoptado por el Concejo Municipal de Desamparados en la sesión No. 302 del 28 de marzo del 2006, hasta tanto no se resuelva el mérito del asunto.  Comuníquese. Notifíquese al Presidente del Concejo Municipal de Desamparados.-



	07-07287-0007-CO

Voto 2007-10575
	25-07-07
	A las dieciséis horas con treinta y siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Heredia en lo referente a la interpretación del artículo 148 del Código Procesal Civil. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	07-06657-0007-CO

Voto 2007-10576
	25-07-07
	A las dieciséis horas con treinta y ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela en lo referente a la competencia de esa misma autoridad judicial. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	07-05983-0007-CO

Voto 2007-10577
	25-07-07
	A las dieciséis horas con treinta y nueve minutos. Consulta Judicial Facultativa. Juzgado Civil de Mayor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 100 de la Ley de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos. No ha lugar a evacuar la consulta.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	07-007178-0007-CO


	Luis Antidio Cabal Antillón contra el aparte 1.5 del "Instructivo para la confección, trámite y pago de tiempo extraordinario" de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Resolución de 15:30 horas del 31 de mayo del 2007.

Boletines Judiciales No.130, 131 y 132 del 06, 09 y 10 de julio del 2007 respectivamente.


	TRAMITE DE PAGO DE HORAS EXTRA EN LA CCSS

El aparte se impugna en cuanto establece que quedan excluidos de la remuneración del tiempo extraordinario los profesionales administrativos que se encuentran bajo el régimen de dedicación exclusiva y las jefaturas formales de la Institución.



	07-003724-0007-CO


	Andrea Bogantes Rivera y Ricardo Mora Cooper contra el artículo 30 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.

Resolución de 11:55 horas del 26 de junio del 2007

Boletines Judiciales No.131, 132 y 133 del 09, 10 y 11 de julio del 2007 respectivamente.


	NO SE PERMITE MATRIMONIO ENTRE FUNCIONARIOS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

Alegan los accionantes ser funcionarios en propiedad de la P.G.R., desempeñándose como Abogados de Procuraduría A.  Entre ellos no hay relación jerárquica ni ostentan poder político, de decisión o de mando, ni pueden firmar escritos que se presenten a estrados judiciales. Que en nota de 15 de enero pasado informaron a la Coordinadora del núcleo de recursos humanos, su deseo de casarse, solicitando la desaplicación del artículo impugnado.  En respuesta la funcionaria les indicó que no era posible porque no se ha declarado inconstitucional. Que en otra nota, les indicó que de contraer matrimonio uno de los dos debería salir de la Procuraduría.  Consideran que tanto las notas de la Coordinadora de Recursos Humanos, como la norma impugnada, amenazan y violentan el derecho a la igualdad (33 de la Constitución Política y 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos), el de contraer matrimonio y  formar una familia (52 de la Constitución Política y 17 de la Convención Americana de Derechos Humanos), de trabajo (56 de la Constitución Política ), de no ser removidos por causales distintas a las que se establece en la legislación de trabajo (192 de la Constitución Política), de no realizar cualquier acción que dañe la moral o el orden público (28 de la Constitución Política), derechos que por disposición de la misma constitución son irrenunciables (artículo 74). Indican que se les quiere dar un trato discriminatorio con respecto a los demás funcionarios públicos, que solo pueden ser despedidos por las causales de despido justificado, o por reducción forzosa de servicios. Además, alegan que los derechos de contraer matrimonio, de formar una familia y de trabajo, en nada se oponen entre sí, además son irrenunciables, y no obstante aplicándoles la ley uno de los dos debe escoger ser despedido o decidir no unirse en matrimonio, pese a que la misma constitución establece el matrimonio como la base esencial de la familia, lo que no se protege manteniendo una política de despido. Que en la Corte no se impiden el matrimonio entre funcionarios regulares, que no administran justicia, ni tienen poder de decisión, poder político, o de mando y que no estén vinculados jerárquicamente entre sí.  En este Poder, incluso los servidores que laboran en una misma oficina no se les despide sino que se les traslada.




	 4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS



	06-011090-0007-CO

Voto Nº 2007-03905
	Consulta Judicial Facultativa. Formulada por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución 10:15horas del 18 de agosto del 2006, dictada dentro del expediente número 01-005849-0007-PE, seguida contra Gustavo Romero Vélez.   Boletín Judicial No. 130 del 06 de julio del 2007.

	07-002232-0007-CO

Voto Nº 2007-4632
	Acción de Inconstitucionalidad. Promovida por Fabián Volio Echeverría contra los artículos 79 bis y 81 párrafo cuarto del Reglamento Interno de Contratación Administrativa de la Corporación Arrocera Nacional.  Boletín Judicial No. 130 del 06 de julio del 2007.
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AMBIENTE 

10822-07. SUSPENDEN CONSTRUCCION DE EDIFICIO DE LA CORTE EN GUAPILES. RESOLUCION INTERLOCUTORIA.  En este caso, el recurrente solicitó como medida cautelar urgente, la paralización de los trabajos de construcción de los Tribunales del Caribe Norte, en razón de que dicha construcción no sólo afecta las nacientes de agua, sino, también, las comunidades que se encuentran al lado norte de la ruta 32. Al respecto, indicó que, de conformidad con lo que al efecto dispone el principio precautorio, debe de tomarse en consideración que los acuíferos ubicados en la zona son de suma importancia para el abastecimiento público del recurso hídrico de los cantones de Guácimo y Pococí. Se suspenden las obras de construcción del Edificio de los Tribunales de Justicia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, hasta tanto no se resuelva el mérito del asunto. Notifíquese personalmente al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial y al Director Ejecutivo del Poder Judicial.
10793-07. PROBLEMAS CON AGUAS NEGRAS DE CENTROS PENITENCIARIOS. Señala el recurrente que las autoridades recurridas desfogan en el Río Virilla todas las aguas negras, servidas y residuales de los Centros de Atención Institucional La Reforma, Gerardo Rodríguez, San Rafael y  Adulto Mayor, lo cual provoca altos niveles de contaminación que ponen en riego el medio ambiente y  la salud pública.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Justicia y al Director General de Adaptación Social, tomar las medidas necesarias y asignar el presupuesto correspondiente, para implementar un sistema efectivo y adecuado de tratamiento de aguas negras y residuales, en los Centros penitenciarios La Reforma, Adulto Mayor y Gerardo Rodríguez, a fin de brindar una solución definitiva al problema ambiental aquí denunciado, todo en el plazo improrrogable de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
10536-07. PROBLEMAS QUE GENERA CHATARRERA. Manifiesta el accionante que al costado norte de la calle 6, en lotes Fecosa, existe una chatarrera en la que hay gran cantidad de llantas viejas, las cuales están recostadas a la pared de su casa generando humedad dentro de los dormitorios. Además, se está formando un criadero de zancudos, cucarachas y ratas que se introducen a su casa y a la de sus vecinos. Incluso en días pasados fue afectada  por un alacrán por lo que requirió atención médica. Existe en el lugar un ruido de los cabezales y exceso de humo a  toda hora del día y la madrugada y aunque han gestionado ante los dueños una solución, estos no han realizado ningún cambio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Cartago, y al Director del Área Rectora de Salud de Cartago, que en forma inmediata y coordinada tomen las medidas y giren las instrucciones que sean precisas para que se solucione definitivamente el problema que denunció la recurrente. CL
10148-07. PROBLEMAS CON DESARROLLO URBANÍSTICO EN OREAMUNO DE CARTAGO. Los recurrentes demandaron la tutela del derecho a un ambiente sano y ecológicamente, presuntamente, vulnerado al permitirse el desarrollo del proyecto urbanístico "Villa Hermosa", el cual sostienen, evidencia una serie de irregularidades en torno a la dotación de agua potable, otorgamiento de la servidumbre pluvial hacia el Río Tatiscu e incumplimiento de la zona de amortiguamiento o protección en relación con la Agroindustria Prococo, S.A. Con base en las consideraciones apuntadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
10275-07. BOTADERO DE BASURA EN LIMON. Señala el recurrente el Tribunal Ambiental Administrativo permite el depósito de basura tradicional y no tradicional en el Humedal Limoncito, a pesar de que no cumple con  lo establecido en nuestra legislación sobre el tema ambiental, incluso, apartándose de sus propias resoluciones. Afirma que se ha limitado el acceso a un procedimiento administrativo, aduciendo falta de legitimación y que la Municipalidad no acata las resoluciones del Tribunal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo el primero y Alcalde, ambos de la Municipalidad de Limón adoptar las medidas que sean necesarias para que en el plazo máximo de tres meses, contados desde la notificación de esta resolución, no se sigan utilizando como botaderos de basura inmuebles no autorizados para ello, plazo durante el cual deberán encontrar un terreno que se establezca como verdadero relleno sanitario con todos los requisitos legales y reglamentarios. Asimismo se ordena al Presidente del Tribunal Ambiental Administrativo tomar las medidas necesarias para resolver lo que en derecho corresponde acerca de la contaminación denunciada en el Humedal Limoncito, atendiendo los principios de celeridad y prontitud. CL
10296-07. INSTALACION DE TALLER DE PINTURA SIN LOS PERMISOS DE LEY.  Alega el recurrente que frente a su vivienda instalaron un taller de enderezado y pintura, el cual se encuentra al aire libre, por lo que expide una gran cantidad de partículas de pintura y solventes, que flotan en el aire, produciendo el deterioro en la salud de su hijo que padece asma crónica. Asimismo, reclama que dicho taller no cuenta con los permisos correspondientes y los altos voltajes de la maquinaria utilizada, le ha producido problemas en los electrodomésticos de su casa. Se declara con lugar el recurso, únicamente, por violación a los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena a la Ministra de Salud, a la Directora del Área Rectora de Salud Peninsular, al Intendente Municipal del Consejo Municipal de Cóbano y al Presidente del Consejo Municipal de Cóbano, lo siguiente: a) Proceder de inmediato a programar las inspecciones correspondientes, en el Taller G & V, ubicado en Barrio La Menchita, Cóbano y en la vivienda del recurrente, a fin de determinar si existe alguna irregularidad o fuente de contaminación y b) En caso de detectarse alguna irregularidad o fuente de contaminación, emitir las órdenes procedentes para garantizar los derechos fundamentales de los amparados, brindado una solución definitiva a la misma, así  como velar por el cabal cumplimiento de dichas órdenes. CL
10251-07. PROBLEMAS QUE GENERA PRECARIO EN ALAJUELA. Alega el recurrente que a pesar de las denuncias que ha interpuesto ante el Ministro de Ambiente y Energía  y el Alcalde la de la Municipalidad de Alajuela, por los problemas de deforestación, contaminación y construcción ilegal de edificaciones en la zona de protección localizada en la porción del margen izquierdo del Río Ciruelas que colinda con la Urbanización Ciruelas y su parque infantil (precario "El Erizo"), las autoridades recurridas no adoptan las medidas necesarias para protegerla, permitiendo que la tala de árboles y arbustos, acumulación de basura y construcción de ranchos se extienda. Esta omisión ha prohijado la proliferación de moscas, mosquitos transmisores del dengue y otros animales peligrosos para la salud, todo lo cual reputa violatorio de su derecho a gozar de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado, y su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Alcaldesa Municipal de Alajuela y al Ministro de Ambiente y Energía, que dentro del término de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, restituyan al recurrente y vecinos del lugar en el pleno goce de sus derechos fundamentales, para lo cual deben cumplir a cabalidad sus obligaciones constitucionales y legales, de manera que resuelvan el problema sanitario ocasionado por el precario llamado el Erizo, ubicado en los márgenes del río Ciruelas en Alajuela, utilizando los medios que consideren idóneos para garantizar los derechos a la salud y medio ambiente sano del recurrente y los vecinos del lugar, todo ello con respeto de los derechos fundamentales de los precaristas. CL
10269-07. CONTAMINACIÓN SÓNICA QUE GENERA ALARMA DE NEGOCIO. Señala la recurrente que al costado norte de su casa funciona un establecimiento de la cadena comercial Megasuper cuya alarma queda conectada todas noches y se activa con cualquier estímulo, por lo que normalmente se activa varias veces en una misma noche y produce un alto ruido que le impide a los vecinos conciliar el sueño. Ante es situación el diecisiete de abril del dos mil siete ella se presentó ante la recurrida a fin de presentar denuncia por exceso de ruido, pero a la fecha no ha obtenido respuesta o resolución alguna con ocasión de su denuncia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área de Salud de Montes de Oro, Región Pacífico Central del Ministerio de Salud Pública, que de inmediato ese órgano emita la orden sanitaria correspondiente al Gerente del Supermercado Megasúper (con sede en Miramar de Montes de Oro) a fin de que en un plazo perentorio no mayor a cinco días hábiles realice los trabajos necesarios tendientes a que el sistema de alarmas con que cuenta ese establecimiento deje de causar molestias a la amparada y demás vecinos durante las noches, al activarse constantemente. Lo anterior, bajo apercibimiento de clausurar el establecimiento en caso de incumplimiento. Se le ordena, además, que informe por escrito a la amparada del trámite que se brinde a su queja y los resultados obtenidos. CL
9963-07. INSTALACION DE ESTACION DE BUSES EN ZONA RESIDENCIAL. Alegan los recurrentes la violación de sus derechos a disfrutar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, como consecuencia de la inactividad de las autoridades recurridas ante el funcionamiento, al margen de la ley, de una Terminal de buses que opera, según su dicho, en un  inmueble que es propiedad de un particular, ubicado en Sabanilla de Montes de Oca. Aducen que en ese inmueble se levantó una construcción en perlin, láminas de zinc galvanizado y cemento para uso de talleres mecánicos, oficinas y servicios, así como ampliaciones para zonas de parqueo para autobuses de la línea 51-53 (25 autobuses), además mantiene taques de abastecimiento de combustible, todo esto en una zona residencial con el inminente peligro que ello implica para los vecinos del lugar, como contaminación sónica y ambiental.   Reclaman que desde el dos mil uno han realizado ingentes esfuerzos ante la Municipalidad de Montes de Oca, ante el Ministerio de Salud y la Defensoría de los Habitantes a efecto de que se regule y controle la situación que se presenta con la actividad indicada, puesto que a altas horas de la madrugada se escuchan grandes escándalos por el aceleramiento de motores de los autobuses, deben soportar la constante emanación de gases, amén se que los perros que cuidan el lugar representan un peligro para los vecinos y transeúntes; además deben resistir escándalos y algarabías en horas avanzadas de la noche por parte de las personas que allí laboran, quienes inclusive escuchan música a gran volumen, situaciones que han motivado que deban solicitar la intervención de la Fuerza Pública; no obstante, a la fecha persisten las situaciones apuntadas anteriormente. Se declara parcialmente con lugar el recurso contra el Ministerio del Ambiente y Energía, la Municipalidad de Montes de Oca y la empresa Ruta Cincuenta y Uno – Cincuenta y Tres Sociedad Anónima. Se le ordena al Ministro de Ambiente y Energía y a la Alcalde de la Municipalidad de Montes de Oca, que clausuren de forma inmediata la Terminal de Buses 51-53 que opera la sociedad Rutas Cincuenta y Uno y Cincuenta y Tres Sociedad Anónima, la cual no se podrá volver a habilitar hasta tanto no se compruebe, de manera fehaciente, que cumple estrictamente con la totalidad de los requisitos que el Ordenamiento Jurídico establece, de manera que no se cause ni amenace con causar ningún problema de contaminación ambiental ni de salud a los amparados. Tomen nota las autoridades del Ministerio de Salud de lo indicado en el Considerando IV. CL Parcial
ASAMBLEA LEGISLATIVA
10956-07. IMPIDEN ACCESO A BARRAS DEL PUBLICO EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Señalan los recurrentes que los oficiales de seguridad de la Asamblea Legislativa de modo indebido les negaron el acceso a las barras de público de la Comisión Legislativa que iba a dictaminar el Proyecto de Ley sobre la apertura del Instituto Costarricense de Electricidad. Lo anterior, sin haber explicado de previo las razones que sustentaron esa decisión. En su criterio, ello es ilegítimo y lesiona el Derecho de la Constitución. Sobre el tema se cita la sentencia 5643-00.  Consta en este caso que la sala a la que pretendían ingresar los amparados, estaba saturada de personas, de manera que la decisión de la autoridad accionada tiene por objeto la salvaguardia del orden y la seguridad, así como la integridad de las personas que permanecían en ese sitio. SL 

9469-07. TRATADO DE LIBRE COMERCIO CON ESTADOS UNIDOS.  Consulta de Constitucionalidad referente al Tratado de Libre Comercio entre la República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos. Se evacuan las consultas formuladas en el siguiente sentido: Primero.- Por mayoría de los Magistrados Solano, Vargas, Armijo, Jinesta, y Cruz, se admiten ambas consultas. La Magistrada Calzada salva el voto, únicamente, en cuanto a la procedencia de la consulta de las diputadas y los diputados y la declara inadmisible. El Magistrado Mora salva el voto y declara inadmisibles ambas consultas. Segundo.-  Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Calzada, Vargas y Jinesta se evacuan las consultas, en el sentido de que no se observan vicios de constitucionalidad en el Tratado consultado. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido de que resulta inconstitucional: a) lo dispuesto en cuanto a la Comisión de Libre Comercio; b) del Capítulo de Telecomunicaciones lo que se refiere a la aplicación retroactiva del Anexo 13; c) lo dispuesto en materia ambiental, salvo lo relativo a la participación ciudadana; d) lo relativo al proceso de certificación en los Estados Unidos; e) el arbitraje Inversionista-Estado; f) la figura de la Comisión de Libre Comercio; g) el tema de los medicamentos en el Capítulo de Propiedad Intelectual; y h) en lo que respecta a resolución de controversias, inversiones y salud, en cuanto afecta el Estado Social y Democrático de Derecho. El Magistrado Armijo, además, considera inconstitucional el concepto de territorio establecido en el Tratado. Tercero.-  Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Calzada, Vargas y Jinesta se declara que no ha lugar a evacuar la consulta en cuanto a los temas de procedimiento legislativo. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto respecto de este tema de la siguiente manera: a) es inconstitucional el trámite de la iniciativa relativa a la aprobación del Tratado consultado, por vulnerar el contenido esencial del artículo 10 de la Constitución Política, al no haberse efectuado la consulta preceptiva contemplada en esa norma; b) viola el Derecho de la Constitución, el hecho que el Plenario de la Asamblea Legislativa, en el acuerdo tomado en la sesión ordinaria N° 183 de 23 de abril de 2007, haya modificado los términos de la iniciativa del Poder Ejecutivo para someter a referéndum el Proyecto aludido, así como en la comunicación del Directorio de la Asamblea Legislativa N°. 6323-06-07; c) constituye una violación de los principios que informan este proceso, en particular del principio democrático y de publicidad, el hecho que se haya omitido efectuar la traducción oficial al idioma español, de la integridad del texto del Tratado aludido, teniendo en consideración que los folios 2179 y 2581 del expediente legislativo N° 16.047 están en el idioma inglés; d) es inconstitucional la omisión de incluir el contenido del acta de la sesión N° 183 de 23 de abril de 2007 del Plenario de la Asamblea Legislativa, en el expediente legislativo N° 16.047, por la violación de los principios de seguridad jurídica y de publicidad. Cuarto.-  Por unanimidad, se declara inadmisible la ampliación presentada por las diputadas y los diputados y las gestiones planteadas por personas no consultantes. 

9699-07. REFORMA AL REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Consulta Legislativa referente al expediente número 16521 “Reforma Parcial del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa”. Se evacua la consulta legislativa facultativa, respecto del procedimiento seguido para el trámite del proyecto del acuerdo para reformar parcialmente el artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa (expediente legislativo número 16.521), en el siguiente sentido: 

a) Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Vargas y Jinesta se declara que no se dan los vicios de procedimiento reclamados. El Magistrado Armijo salva el voto y evacua la consulta en el sentido de que el procedimiento empleado en la reforma presenta vicios sustanciales. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz salvan el voto y declaran que constituye un vicio sustancial del procedimiento la forma en que se aplicó la resolución interpretativa de la Presidencia de la Asamblea Legislativa número 4 del 25 de mayo de 1992.   

b) Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Vargas y Jinesta que no resulta inconstitucional que no se haya expresamente dispuesto en el procedimiento acordado para la modificación del artículo 41 bis la inclusión de una frase en la norma, que exceptúe los tratados internacionales a que se refiere el párrafo segundo del artículo 7 de la Constitución Política, de ese trámite, ya que la sentencia 2007-002901 por sí misma, tiene efectos normativos y queda incorporada al derecho parlamentario sin necesidad de norma especial.  

c) Por mayoría de los Magistrados Solano, Mora, Vargas y Jinesta que la reforma propuesta del artículo 41 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa en lo relativo a los tratados públicos y convenios internacionales, debe estarse a lo resuelto en la sentencia 2007-002901, que estableció que únicamente deben exceptuarse los tratados contemplados en el artículo 7°, párrafo 2°, de la Constitución Política. Que tiene un procedimiento específico. 

En cuanto a los puntos b y c de este pronunciamiento la Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto en los mismos términos que lo hicieron en la sentencia número 2007-2901 de las diecisiete horas y treinta minutos del veintiocho de febrero del 2007. 

Notifíquese a los Diputados y Diputadas consultantes y al Presidente de la Asamblea Legislativa.-
BANCARIO 
11116-07. NIEGAN ENTREGA DE CLAVE PERSONAL DE CUENTA DE AHORROS. Alega la recurrente que su marido se encuentra en estado de coma y el Banco Popular recurrido se niega a entregarle dinero de la cuenta de su esposo bajo el argumento de que no está autorizada, lo que considera lesivo de sus derechos pues debe satisfacer sus necesidades básicas y las de su familia. En este caso, bajo juramento se ha indicado a este Tribunal que el esposo de la recurrente no dejó autorizada a ninguna persona para retirar dineros de su cuenta de ahorros y solo aparece la recurrente como beneficiaria en caso de fallecimiento y la entidad recurrida se encuentra imposibilitado legalmente para entregar dineros a la recurrente o a cualquier otra persona si el titular de la cuenta no lo autorizó. De todas formas, la recurrente cuenta con remedios procesales en la instancia de familia, en donde puede hacer valer sus pretensiones. SL
10439-07. CIERRE DE CUENTA CORRIENTE SIN DEBIDO PROCESO.  Señala el recurrente que desde el dos mil tres, la amparada, por medio de su apoderado, abrió la cuenta corriente en el Banco de San José. Indica que desde ese año la cuenta corriente ha tenido un movimiento bancario normal y sus fondos provienen de la actividad y servicios prestados por la amparada. Afirma que mediante oficio del diecinueve de marzo de dos mil siete, se le comunicó por parte del Banco recurrido que procedería a cancelarse la cuenta de cita, razón por la cual acudió a la institución bancaria con el fin de que se le aclararan las razones de dicha decisión, sin embargo nunca le informaron nada al respecto. Aduce que la amparada desarrolla la actividad comercial de centro de bronceado, por lo que la decisión del recurrido causa un desequilibrio financiero en la compañía, pues se ha visto obligado a acudir a otras instituciones bancarias para solicitar la apertura de nuevas cuentas corrientes, causando a su vez perjuicio a la clientela de la amparada. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Banco de San José Sociedad Anónima (BAC) al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía civil. Los Magistrados Solano y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso, con sus consecuencias. CL
10246-07. CANCELAN CUENTA DE AHORROS EN BANCO PRIVADO. Alega el recurrente que labora en una transnacional y la forma de pago de su salario es a través de depósito en una cuenta del BAC San José, que sin previo aviso y mediante carta del diecinueve de diciembre del dos mil seis, el Banco recurrido le comunicó que a partir del veintisiete del doce de diciembre del dos mil seis procederían a cancelar su cuenta, lo cual, efectivamente hicieron. Que el veintitrés de enero del dos mil siete dirigió una carta al Banco solicitando explicaciones de dicho proceder, ya que es la única forma de pago que emplea la empresa para la que trabaja, pero aún cuando dicho documento fue recibido, a la fecha no ha obtenido respuesta alguna, con el consecuentemente perjuicio laboral que ello le ocasiona. Además, se le causa una discriminación injustificada, pues todos sus compañeros reciben el pago a través de ese Banco, mientras que a él, sin explicación alguna se le canceló su cuenta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General del Banco BAC San José Sociedad Anónima, que en el término improrrogable de ocho días  contado a partir de la notificación de ésta sentencia proceda a la apertura de la  cuenta corriente perteneciente al recurrente. CL
COMERCIO
9560-07. REQUISITO PARA PATENTE COMERCIAL. Señala el recurrente que  la Municipalidad de San José clausuró el Asilo de Ancianos ubicado en calle 23-25 avenida 15, por carecer de permiso municipal. Sostiene que se exige la autorización de los dueños registrales de la propiedad en la solicitud de patente comercial, requisito que no se encuentra en la ley. En este caso, el requisito exigido se encuentra debidamente motivado en el artículo 10 del Reglamento de Patente  Municipales del Cantón Central de San José. Sobre la ejecución de la clausura se cita el voto 8307-06. SL 

CONTRATOS O LICITACIONES
10794-07. EJECUCION DE GARANTIAS DE PARTICIPACION. Alega el recurrente que la empresa que representa presentó ante el Consejo Nacional de Vialidad (CONAVI) ofertas de participación en cuatro los procesos de licitaciones públicas y por registro y se presentaron las correspondientes cartas de garantías de participación, emitidas por el Banco Cuscatlán.  Indica el Consejo recurrido solicitó al Banco Cuscatlán la ejecución de las 5 garantías de participación, acto que se emitió sin previa audiencia a la amparada.  Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones dictadas por el Departamento de Proveeduría del Consejo Nacional de Vialidad Nº 0009-2006 de las 10:00 hrs., Nº 0010-2006 de las 10:30 hrs., Nº 0011-2006 de las 11:00 hrs., todas del 18 de octubre de 2006 y las resoluciones Nº 0012-2006 de las 11:00 hrs., y Nº 0013-2006 de las 10:30 hrs. del 19 de octubre de 2006, mediante las cuales se ordenó la ejecución total de las garantías de participación GRB0610005992, GRB 0610006013, GRB 0610006000, GRB 0610006020, GRB 0610005981. En consecuencia, se restituye a la empresa amparada, en el pleno goce de sus derechos constitucionales. El Magistrado Solano y el Magistrado Vargas salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
10130-07. PERMISO DE CABOTAJE. Alega el recurrente que el Ministerio recurrido otorgó un permiso a la Asociación de Desarrollo Integral de Paquera  para operar el servicio público de cabotaje en la ruta Puntarenas Paquera y viceversa, modalidad ferry a un precio inferior; a pesar que dicha ruta fue concesionada y adjudicada a la empresa Naviera Tambor, situación que lesiona el derecho a la contratación, la intangibilidad del patrimonio y garantía del debido proceso. Si Naviera Tambor tiene o no la exclusividad en la ruta de cabotaje de entre Paquera y Puntarenas y viceversa o si el permiso otorgado a la Asociación de Vecinos de Paquera se encuentra viciado por ser contrario a los principios contractuales o bien es una acto administrativo válido y eficaz, el análisis de dichos aspectos excede la naturaleza sumaria del recurso de amparo. Sobre lo resuelto por la Sala, en cuanto a que tratándose de procesos de licitación, no es este órgano el competente para determinar aspectos de fondo sobre este tipo de actuaciones administrativos, se cita la sentencia 755-94. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

11027-07. CIERRE DE KINDER EN NICOYA. Señala el accionante que los menores son alumnos regulares del nivel de preescolar en la Escuela Pozo de Agua, Nicoya, que en abril pasado, las autoridades del citado Ministerio procedieron a cerrar el código de educación preescolar en esa escuela, lesionando de esa forma la continuidad del proceso educativo de los amparados.  Señalan que -presuntamente- las razones que provocaron la interrupción del ciclo educativo es el hecho de que “el cuadro de  matrícula de esa escuela  no aparece en Departamento de Gestión Uno y una de lo motivos  que justificación la falta de asignación de presupuesto, y por ende, la supresión de la plaza de profesora de kinder”.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, que  tome las medidas y gire las instrucciones que sean precisas para que en forma inmediata los menores amparados reinicien las lecciones que les correspondan de acuerdo con su nivel académico. CL
10151-07. GRADUACIÓN. Alega el recurrente que siendo estudiante regular de la Universidad de San José canceló los derechos de gradación correspondiente al bachillerato en Administración con énfasis en Recursos Humanos, programa de estudios que completó en mayo del 2007.  La recurrente le solicitó a la Sede de San Carlos de la Universidad de San José que remitiera su expediente académico a la Rectoría para que se confeccionara su título  para presentarlo ante el Colegio de Ciencias Económicas para efectos de incorporación; no obstante, la Rectoría de esa Universidad le comunicó que por cuestiones de planificación y sometimiento a las directrices del Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada, no podía accederse a lo pedido, ya que las universidades privadas debían presentar graduaciones completas, que se hacen dos veces por  año. Sobre el tema planteado la Sala se pronunció en el voto 4849-00. SL
10324-07. NIEGAN ADECUACION CURRICULAR POR FALTA DE PRESUPUESTO. Señala la recurrente que pese a que se aprobó a favor de su hijo la adecuación curricular significativa, no se le va a brindar el recurso de lecciones adicionales de apoyo conforme a sus necesidades especiales, presuntamente, por carencia de recursos presupuestarios. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra a.i. de Educación Pública,  que en forma inmediata, tome las medidas de su competencia para que al amparado, estudiante de séptimo año del Colegio Doctor Ricardo Moreno Cañas de Rincón Grande de Zaragoza de Palmares, se le impartan las lecciones de apoyo para el cumplimiento de la adecuación curricular significativa en las materias debidamente aprobadas por las autoridades competentes. CL
10326-07. SANCION IMPUESTA SIN DEBIDO PROCESO.  Manifiesta el recurrente que durante el mes de mayo del dos mil siete, se dictó en contra su hija una resolución sin número y fecha, que le impone como medida correctiva una disminución de puntos en la conducta, al achacarle una falta supuestamente cometida contra otra alumna de la Institución. Sin embargo, para imponer esta sanción, no se respetó el debido proceso, dejándose en indefensión a la amparada. Explica que a la afectada no se le intimaron los cargos, y a él, en su condición de padre, no se le ha permitido tener acceso al expediente levantado como consecuencia de la investigación realizada, por lo que desconoce qué hechos concretos se le atribuyen a la investigada, así como cuáles son los elementos de la investigación, como por ejemplo las declaraciones de los testigos.  Además, objeta el recurrente que ni siquiera estuvo presente cuando interrogaron a su hija.  Por otra parte, la resolución cuestionada carece de las mínimas formalidades que se requieren en un procedimiento y consigna aspectos de manera contradictoria y sin respaldo o sustento, lesionando profundamente la integridad moral de su hija.  En tal sentido, afirma el petente que "es omisa la sanción aplicada, del artículo del Reglamento Interno de la Institución que le sirve de respaldo", e irrespeta el debido proceso a la hora de buscar la comprobación real de los hechos investigados. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso y al derecho de defensa en perjuicio de la amparada. Se anula la sanción de rebajo de puntos en la nota de conducta impuesta a la amparada, el veintiséis de abril del dos mil siete. CL
9827-07. FALTA DE NOMBRAMIENTO DE PROFESORA DE EDUCACION ESPECIAL. Alega la recurrente que la profesora de educación especial que necesita su hijo, en la Escuela IDA El Palmar no se ha presentado a trabajar y que la Directora ha intentado que se nombre a otra persona en su lugar, sin resultado alguno, lo que vulnera el derecho a la educación y a la igualdad de su hijo. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director de la Subregión Educativa de Sarapiquí, que disponga las medidas necesarias para que, en forma inmediata, se brinde al amparado la educación especial que requiera. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
11053-07. LIMITAN ACCESO A INFORMACION DEL MINISTERIO DE SALUD. Señala el recurrente que planteó ante el Consejo Nacional de Investigación en Salud  (CONIS) del Ministerio de Salud, una solicitud a fin de que se le entregara copia de las actas del mes de abril de este año. Que por oficio número CONIS-853-07 del veintiocho de mayo pasado se le indicó que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 272 de la Ley General de la Administración Pública, debe demostrar ante ese Consejo ser parte interesada en el contenido de las actas que solicita. Considera que se ha violado en su perjuicio lo dispuesto en los artículos 30 y 41 de la Constitución Política, ya que no sólo se le ha obstaculizado el acceso a documentos públicos, imponiéndosele requisitos que no le son aplicables, sino que con ello han provocado una dilación indebida a efecto de que se le brinde la información gestionada desde el dos de mayo del año en curso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Consejo Nacional de Investigación en Salud (CONIS), entregar las actas solicitadas por el recurrente excluyendo de las mismas la información que resulte confidencial, de forma inmediata a la notificación de esta sentencia. CL
11092-07. VENTANILLA PARA ATENCION DE ABOGADOS EN MIGRACION. Señala el accionante que la Dirección Nacional General de Migración cerró la ventanilla especial de abogados estableciéndose un sistema de atención para abogados que permite la atención de un caso por persona, situación que incide directamente en su trabajo.  Estima la Sala que el cierre de la ventanilla especial para profesionales en derecho, lesiona los principios constitucionales de eficacia, eficiencia,  simplicidad y celeridad de la organización y función administrativas, ya que, impide que los profesionales en derecho tengan acceso  preferencial en razón de su trabajo a la Dirección General de Migración.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, que de forma inmediata efectúe la apertura de la ventanilla especial para atención de profesionales en Derecho. CL
11101-07. NIEGAN ACCESO A ACTAS DE CONCEJO MUNICIPAL. Alega el recurrente que solicitó ante el Concejo Municipal de Paraíso, copia de las actas de la sesión del ocho de mayo de dos mil siete, las cuales le fueron negadas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Secretaria Ejecutiva de la Secretaría del Concejo Municipal y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Paraíso, que de manera inmediata a partir de la comunicación de esta sentencia le brinde al amparado, copia del acta de la sesión del ocho de mayo de dos mil siete del Concejo Municipal de Paraíso. CL
11108-07. NIEGAN INFORMACION SOBRE DENUNCIAS PRESENTADAS. Alega la recurrente que labora como oficinista en la Clínica Dr. Solón Núñez Frutos. Indica que una paciente interpuso en su contra una queja y en la misma indicó que en su contra habían catorce quejas más. Plantea que para ejercer su derecho de defensa en dicho proceso, solicitó a la Contraloría de Servicios que se hiciera una constancia del número de quejas que se tramitan en su contra; no obstante, el recurrido se negó a brindar la información solicitada, alegando que la misma es confidencial. Se declara con lugar el recurso, por violación a los artículos 27, 30 y 41 de la Constitución Política. Se ordena al Contralor de Servicios de la Clínica Dr. Solón Núñez Frutos, entregarle a la amparada la información solicitada el día 6 de junio del 2007 respecto a la cantidad de denuncias que han sido tramitadas en su contra, dentro del plazo de dos días contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
10810-07. NIEGAN INFORMACION SOBRE PROPUESTA DE ALTERRA Y BANCOS. Señalan los gestionantes que por oficios MMR-038-2007  y PAC-JF-297-07 del 8 y del 26 de marzo del año en curso, respectivamente, solicitaron a la Presidencia Ejecutiva del Consejo Técnico de Aviación Civil copia de documentos de interés público relativos a la propuesta conjunta de Alterra y los bancos acreedores, así como del Modelo de Proyecciones Financiera en su hoja electrónica de Excel, por ser éste parte principal de la propuesta, todo a fin de ejercer las potestades de control político que como diputados les corresponde, sin embargo, que a la fecha no sólo no se les ha suministrado la información solicitada, sino que a otro grupo de costarricenses que solicitaron la misma información la Presidente Ejecutiva del Consejo recurrido, por oficio 0700591 del 12 de marzo pasado, se las denegó. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Presidenta del Consejo Técnico de Aviación Civil, que gire las órdenes y emita las instrucciones respectivas para que se proporcione a los amparados la información solicitada mediante los oficios números MMR-038-2007 y PAC-JF-297-07 del 8 y del 26 de marzo del año en curso, respectivamente, referentes a la gestión de arreglo o propuesta de Alterra Partners Costa Rica S.A. al Consejo Técnico de Aviación Civil y la vez el addendum a éste dentro del plazo de ocho días, contados a partir de la notificación de esta sentencia. El Magistrado Solano declara con lugar el recurso, con indicación de que la Administración debe entregar la información o documentación de mérito, a excepción de la que pueda ser sensible o protegida por otros motivos, todo bajo su responsabilidad. CL
10335-07. INFORMACION DEL ARCHIVO CRIMINAL. Señala el recurrente que se le certificara si su persona aparecía con “Expediente Policial”, y si así fuere, a la orden de que autoridad judicial se confeccionó la “Tarjeta de Identificación” y los demás menesteres con lo que se procede, cuando una persona es “Reseñada”, además, que se le indicara por qué medio se llevo a cabo, el reconocimiento fotográfico en una causa concreta. Sobre su gestión, se le indicó que la información solicitada es de carácter confidencial y será para uso exclusivo del Organismo y de las demás autoridades”. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso. SL
10337-07. NIEGAN ACCESO AL EXPEDIENTE A DENUNCIANTE. Señala la recurrente que le fue negado el acceso al expediente disciplinario seguido contra la Directora de la Escuela Puerto Viejo de Sarapiquí, con base en la denuncia por ella presentada, argumentando que no era posible que ella tuviera acceso al expediente, por ser ella la denunciante, lo que implicaba que no era parte del procedimiento. En este caso, consta que la investigación se encuentra en su fase preliminar, por lo  que procede desestimar el recurso. Sobre el tema se cita el voto 13224-06. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
DERECHO A LA SALUD

11024-07. TRATAMIENTO. Alega el recurrente que padece de una patología neurológica denominada "blefaroespasmo benigno esencial bilateral", por lo cual requiere la aplicación del medicamento toxina boltulínica; sin embargo desde hace aproximandamente tres meses se suspendió la aplicación por haberse agotado el medicamento, situación que considera que se lesiona su derecho a la salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente Financiero de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que correspondan para que le sea suministrado al amparado, de forma inmediata, el medicamento toxina boltulínica prescrito por su médico tratante, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos de los medicamentos citados, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL
11026-07. CITA MÉDICA. Señala el recurrente que las autoridades médicas de la Clínica Carlos Durán le asignaron la cita para realizarle un ultrasonido de las vías urinarias que le fue recomendado, para el veinticinco de noviembre de dos mil ocho. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora Médica de la Clínica Doctor Carlos Durán Cartín de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar, inmediatamente, las órdenes pertinentes para que al paciente, se le realice el ultrasonido de las vías urinarias que le fue recomendado el veintidós de junio anterior. CL
10802-07. MEDICAMENTO.  Manifiesta el recurrente, que es paciente del Hospital México diagnosticado con un carcinoma renal metastático, considera que en su caso se está violando su derecho a la salud por cuanto, a pesar del criterio de su médico tratante, el Comité Central de Farmacoterapia le ha denegado la solicitud del medicamento SUNITIRIB en enero del 2007 y del medicamento alternativo SORAFENIB en mayo del 2007. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Director Médico del Hospital México y a la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia de la CCSS, que de inmediato giren las instrucciones pertinentes para que se le suministre al amparado el tratamiento prescrito de SUNITINIB, en las dosis y durante el plazo que determine su médico tratante, bajo su entera responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
10361-07. MEDICAMENTO. Señala la amparada que requiere quimioterapia con Taxol y Cisplatino; sin embargo, no se le suministró el Cisplatino en la fecha dispuesta, en virtud que el Hospital México, no contaba con dicha sustancia por estar agotada, lo que en su criterio, pone en riesgo su vida. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social el primero y Director General a.i. del Hospital México el segundo, tomar las respectivas medidas de urgencia, para adquirir suficientes existencias de Cisplatino y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de ese tratamiento a quienes se les haya prescrito por su médico tratante. CL
10562-07. CIRUGIA. Señala la recurrente que desde 1997 se le diagnosticó una hernia inguinal en el Hospital San Juan de Dios. Indica, que en virtud de dicho padecimiento, permanece en tratamiento en ese centro hospitalario. Se le programó una cita a las 10 horas con 30 minutos para intervenirlo quirúrgicamente, cita respecto de la que nunca fue comunicado o informado. Añade que desde entonces, se han emitido una serie de referencias médicas sin que se haya dispuesto en definitiva, la fecha para practicarle la cirugía que requiere para atender su padecimiento. Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho a la salud del recurrente. En consecuencia, se ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, que proceda de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que dentro del plazo de cuarenta y ocho horas contado a partir de la comunicación de esta sentencia, el recurrente sea valorado por un especialista sobre sus padecimientos, y determine el tratamiento médico correspondiente, según lo recomendó el médico tratante del EBAIS de San Rafael Arriba. CL
9931-07. SUSPENSION DEL SEGURO FAMILIAR POR SITUACION MIGRATORIA. Señala el recurrente que su madre ha venido recibiendo el carné de asegurada, en aplicación del beneficio familiar. Que el asegurado directo es su hermano; sin embargo, por oficio 2333-REDES-0101-2007 del siete de mayo del dos mil siete, suscrito por el Jefe de REDES del Área de Salud de La Unión, se denegó la renovación del seguro. Que dicho acto administrativo carece de toda motivación o fundamentación, se afirma en la resolución impugnada, que no tiene al día sus documentos migratorios.  Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las autoridades recurridas de la Caja Costarricense de Seguro Social, de lo dispuesto en el último Considerando de esta sentencia. SL
9927-07. ATENCION MÉDICA. NIEGAN TRATAMIENTO DE NERVIO EN LA CCSS. Alega la recurrente que el año pasado acudió al dentista del EBAIS de Barrio Asís de Cartago en compañía de su hija, quién sufría de un fuerte dolor de muela; al momento en que fue examinada por parte de dicho profesional, se le informó que se trataba de un problema que requería tratamiento de nervio, pero que la Caja no brindaba ese servicio y que por ello, debía buscar un dentista privado; nuevamente, en diciembre de ese mismo año, volvió a llevar a la niña a ese centro médico, en donde se le calzaron unas piezas, sin embargo, respecto a la pieza referida anteriormente, se le volvió a informar que no se le podía brindar el tratamiento de nervio porque la Caja no atendía esos casos. Se declara con lugar el recurso, por violación al derecho a la salud. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que suministre a la menor amparada el tratamiento de nervio que requiere en la pieza 2-4 del segmento posterior. CL
9928-07. OPERACIÓN. Acusa el recurrente que a pesar de que desde el año dos mil cinco, los médicos de la Clínica de la Reforma lo refirieron a un centro hospitalario a fin de que se le extirpara un tumor, a la fecha la operación no se ha efectuado.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director del Centro de Atención Institucional Reforma y al Jefe de Cirugía del Hospital San Rafael de Alajuela, que dentro del plazo improrrogable de un mes contado a partir de la comunicación de esta declaratoria, y en el caso de que aun no se haya concretado la intervención quirúrgica a nombre del recurrente, disponer de todas las medidas necesarias para que dentro de ese plazo se realice la operación del amparado. CL
9925-07. MEDICAMENTO. Señala la recurrente que padece un cáncer de mama, el cual fue tratado en sus primeras etapas, con quimioterapia y radioterapia y actualmente, su médico tratante le prescribió el medicamento denominado HERCEPTIN, sin embargo, las autoridades de la Caja, se niegan a suministrar dicho medicamento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que están dentro del ámbito de sus atribuciones, para que en inmediata se le entregue a la recurrente, el tratamiento Trastuzumab (herceptin) bajo la estricta responsabilidad de su médico tratante. Los Magistrados Armijo y Cruz, salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
9805-07. OPERACION. Señala la recurrente que el tres de abril pasado, fue valorada por un médico en el Servicio de Oncología del Hospital San Juan de Dios y le indicó que tenía un tumor en la nariz, situación por la que debía ser intervenida en forma inmediata y urgente, ya que le había crecido mucho.  Sin embargo, no ha sido internada en dicho hospital por razones de espacio, por lo que su salud se ha visto quebrantada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y Director General del Hospital San Juan de Dios, que una vez realizada la revaloración de la recurrente y, en caso de resultar procedente la cirugía, proceder de inmediato a asignar a la amparada la fecha en que se llevará a cabo la misma. CL
9829-07. ASISTENCIA MÉDICA. Señala el recurrente que presta servicios para el Ministerio de Educación Pública, desde mil novecientos noventa y cinco, que a causa de una enfermedad profesional llamada disfonía crónica de esfuerzo, fue atendida por el Instituto Nacional de Seguros el doce de febrero del dos mil siete, según denuncia presentada por su jefe inmediato el Director del Colegio Técnico Profesional de Pocosol de San Carlos. Aduce que el Instituto recurrido le dio de alta y la refirió a la Comisión Caja-INS, cuya cita se fijó para el catorce de mayo del dos mil siete. Alega que ese día para el que se fijó la cita, sin ser valorada su situación de salud por la Comisión indicada, el Instituto Nacional de Seguros lo que hizo fue confeccionar un documento que establecía que su lesión no se considera riesgo del trabajo y que no acepta relación de causalidad, dándosele de alta por foniatría y por el Instituto recurrido. Asegura que lo anterior contradice lo preceptuado por el Instituto en documento del treinta de abril del dos mil cuatro en el cual el Instituto consideró que su caso sí se consideraba riesgo del trabajo. Acusa que ante dicha situación, y en virtud de no tener más atención médica por el Instituto se apersonó a la Caja, al Hospital de Ciudad Quesada, donde se le niega también la asistencia médica por la especialidad de su padecimiento, el cual es disfonía crónica por esfuerzo. Se declara parcialmente con lugar el recurso respecto de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social adoptar las medidas que sean necesarias a fin de brindarle a la recurrente, de manera inmediata, la atención médica que requiere en aras de que su problema de salud sea solucionado o se le otorgue con ello una mejor calidad de vida. CL
9582-07. ATENCIÓN MÉDICA. Señala la recurrente que padece de un problema de rinitis, lo que provoca que no pueda respirar y en las noches no pueda dormir, por lo que acudió al EBAIS de Turrialba en donde la refirieron al Servicio de Otorrinolaringología en Cartago. Sin embargo en el Hospital Dr. Max Peralta Jiménez se le otorgó cita para hasta el 8 de octubre del 2008, con los perjuicios que ello implica ante la falta de atención médica oportuna. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico y Médico Asistente Especialista de Otorrinolaringología, ambos del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez de Cartago, que giren las instrucciones y emitan las ordenes respectivas que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, para disponer lo necesario con el fin de que se le reprograme a la recurrente su cita de consulta con el especialista respectivo en el Servicio de Otorrinolaringología del hospital que representan, en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, a fin de determinar lo que corresponda en atención a sus condiciones de salud actuales. CL
9581-07. OPERACIÓN. Alega el recurrente que no pudo ser intervenida quirúrgicamente, por cuanto el Hospital San Juan de Dios no contaba con un anestesista al momento en que debía serle practicada la cirugía que le había sido prescrita. Sobre el tema se cita la sentencia 13916-06. Se declara con lugar el recurso, se ordena a la Directora General y al Jefe de la Sección de Ginocobstetricia, ambos del Hospital San Juan de Dios, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que la cirugía que debía practicarse a la amparada le sea reprogramada dentro de un plazo razonable, conforme a las indicaciones del médico tratante de la paciente. CL
DERECHO DE PENSION
9598-07. CANCELAN PENSION DE LA CCSS. Señala la recurrente que por resolución número PEN-SCQ-RNC-042-05 de las nueve horas catorce minutos del ocho de abril de dos mil cinco, la Sucursal de Ciudad Quesada canceló la pensión otorgada al amparado, quien es un menor de edad que padece de parálisis cerebral profunda, sin darle debido proceso. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia, se anula la resolución número PEN-SCQ-RNC-042-05 de las nueve horas catorce minutos del ocho de abril de dos mil cinco de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social de Ciudad Quesada. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

10578-07. EXPROPIACIONES EN PARQUE NACIONAL MARINO LAS BAULAS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley número 7524 “Creación del Parque Nacional Marino Las Baulas”. Alega el accionante que la Ley N° 7524 “Creación del Parque Nacional Marino Las Baulas de Guanacaste”, en su contenido, en particular los artículos 2 y 5, contradicen los artículos 45 y 119 de la Constitución Política, así como el artículo 98 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. Asimismo, se lesiona el artículo 11 de la Constitución Política que contiene el principio de legalidad, pues se establecen limitaciones a la propiedad privada a través de una Ley que no fue autorizada por las tres cuartas partes de la totalidad de miembros de la Asamblea Legislativa, según lo dispone el artículo 45 de la Constitución Política.  El conocimiento y votación de la Ley fue delegada en la Comisión Legislativa Plena Tercera, la cual la aprobó en segundo debate mediante trece votos. El artículo 45 constitucional garantiza la libertad del ejercicio de la propiedad privada, no pudiendo esta limitarse salvo que así lo disponga la ley o el propietario. No puede concebirse entonces que por medio de un decreto legislativo tomado por una Comisión con potestades legislativas se establezcan limitaciones a la propiedad privada sin considerar que ello implica una expropiación inconstitucional. Por otra parte, se viola el Tratado entre Alemania y Costa Rica sobre fomento y recíproca protección de inversiones y su protocolo. En este caso, era imperativo ajustar la legislación interna al Tratado internacional, como uno de los pasos indispensables de la interiorización de la normativa internacional y en aplicación del principio del derecho internacional público, pacta sunt Servando. Debe tomarse en consideración que sobre esa propiedad en particular no podía aplicarse el procedimiento previsto en la Ley de Expropiaciones pues al existir norma de rango superior a la legislación interna, de conformidad con lo establecido en el artículo 7° de la Constitución Política, ese instrumento internacional vació de contenido esta Ley. El proceso descrito debe modificarse en el sentido de que la declaración de bien de interés público, no debe realizarse por medio de decreto, sino como dispone dicho Tratado Internacional, por medio de Ley Especial. Lo anterior de conformidad con el artículo 7° de la Constitución Política que estatuye el principio de jerarquía de normas del cual se deriva que los tratados internacionales debidamente ratificados por la Asamblea Legislativa tendrán siempre un rango superior a las leyes, razón por la cual, al momento en que un Tratado Internacional instruya un procedimiento o derecho distintos a casos en particular de lo que se regula en el ordenamiento nacional interno, este segundo deberá ceder ante el primero, debiendo regirse por el instrumento internacional y en forma subsidiaria se aplicará la legislación interna en lo que el Tratado resulte omiso y no lo contradiga. Si bien el Tratado no instruye  un procedimiento definido para los casos de expropiaciones en propiedad de alemanes, sí indica que dicho procedimiento ha de iniciarse por medio de una declaración de utilidad pública realizada por medio de ley especial, ley que por tratarse de una limitación a la propiedad deberá ser votada también por tres cuartas partes de la totalidad de miembros de la Asamblea Legislativa. Con base en las consideraciones expuestas en la sentencia, se dispone rechazar por el fondo el recurso. RF
9567-07. CONSTRUCCION EN ZONA MARITIMO TERRESTRE.  Alega el recurrente que a la amparada se le otorgó  permiso para la construcción de una casa de habitación y durante el avance de las obras se decidió realizar ciertas mejoras, entre ellas, una piscina, un rancho y una caseta de bomba de agua; asimismo, se construyeron unas columnas y un pequeño muro en el que se colocó un portón. Aduce que acudió a la Municipalidad recurrida para presentar los planos de las mejoras realizadas para ponerse a derecho pero se los denegaron y en su lugar pretenden demoler todas las obras realizadas, sin garantizarle el debido proceso y el derecho de defensa. Sobre la  destrucción o demolición de aquellas construcciones que se ubiquen dentro de la llamada "zona marítimo terrestre" sin contar con la autorización respectiva, se citan las sentencias 5756-96 y 9503-05. Consta en este caso, que el procedimiento contra la amparada se ha iniciado y, es en esa etapa en donde podrá ejercer su derecho de defensa de manera amplia. SL
DERECHO DE TRABAJO
11054-07. SANCIONAN A FUNCIONARIO PUBLICO POR UTILIZAR ESTUDIO TECNICO PARA DAR CONFERENCIA. ACCESO A COMPUTADORA DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Señala el recurrente la violación a su libertad de expresión y cátedra, y a su derecho a la intimidad por cuanto, por haber utilizado información contenida en un estudio técnico, de carácter actuarial para dar una conferencia en la Universidad de Costa Rica –como profesor- se le inició un procedimiento disciplinario –el cual ha adolecido de múltiples defectos de debido proceso-. Señala que la Auditoría Interna secuestró su computadora, sin tener competencia pues la ley de control interno sólo habla de acceso a la información y no se de secuestro o decomiso, y porque ello supuso una violación de su derecho al secreto de la correspondencia. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se anula todo lo actuado a partir del 28 de enero del 2005 momento en que se materializó el acceso a la información contenida en el equipo de cómputo asignado al recurrente, por violación al derecho a la intimidad. Se anula entonces el informe del auditor interno, la orden de apertura del órgano Director del procedimiento administrativo, el traslado de cargos al recurrente y todo lo actuado dentro del expediente n° 42-05. Se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria. El Magistrado Solano Carrera salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

10947-07. DESPIDO EN PERIODO DE PRUEBA. Señala el recurrente que la Fiscalía General de la República, por medio de la resolución N°24-2007, dispuso el cese de sus funciones durante el período de prueba, pese a que los hechos por los cuales se tomó esa decisión se conocen en unos procedimientos disciplinarios en los cuales aún no se ha dictado el acto final. En reiteradas oportunidades este Tribunal ha señalado que la decisión de despedir a un servidor dentro del período de prueba es libre y de carácter discrecional. Sobre el tema se citan las sentencias 1455-02, 3016-02, 7388-02, 9420-02, 11911-02 y 5103-02. SL
10943-07. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Manifiesta el recurrente que se dieron una serie de violaciones a sus derechos constitucionales, con motivo del procedimiento disciplinario incoado en su contra, las autoridades del Ministerio de Seguridad Pública, por una parte, omitieron efectuar la intimación correspondiente acerca de los hechos que sustentaron la instauración de la causa y, por otra, celebraron la comparecencia oral y privada en su ausencia, pese a haber aportado una incapacidad que justificaba la suspensión de la diligencia. Acusa, asimismo, que ha dejado de percibir las sumas relativas a su salario, a pesar que fue cesado con goce de sueldo como medida cautelar. Finalmente, reclama que el Ministro y el Viceministro de Seguridad Pública han adelantado su criterio y se han referido sobre su responsabilidad, pese a que todavía no han concluido los procesos penales y administrativos establecidos en su contra. SL
10970-07. RECARGO DE LECCIONES.  Alega la recurrente que a pesar de que para el curso lectivo del dos mil siete se le asignaron catorce lecciones interinas de recargo con vigencia hasta el treinta y uno de enero del dos mil ocho, a partir del diecinueve de junio del dos mil siete se le indicó que se había dejado sin efecto ese recargo y que en su lugar se había designado a otra persona interina para que las cubriera. Esta Sala ha señalado que el desempeño del trabajador que pueda ser catalogado como un recargo de funciones, no constituye un derecho adquirido para el trabajador al que se le asigna que obligue a la Administración a mantenerle en esa condición. Sobre el tema se citan las sentencias 9533-03 y 7717-06.  SL
10700-07. DESPIDO DE FUNCIONARIO DEL INS. Manifiesta el recurrente que fue despedido sin justa causa, sin que se le hubiese brindado la oportunidad previa de proveer a su defensa. Acusa también el quebranto a la garantía constitucional a la libre sindicalización, pues alega que fue despedido pese a estar protegido por el fuero sindical, dada su condición de dirigente activo de una organización sindical. Sobre la aplicación del debido proceso en aquellos casos en que se despide sin justa causa a un empleado del Instituto Nacional de Seguros se citan las sentencias 1020-99 y 244-01. Asimismo, no consta que el accionante fuera representante sindical, aspecto que de todas formas, deberá ventilarse en el proceso especialmente diseñado para conocer de dichos conflictos. SL
10693-07. UTILIZACION DE CORREO ELECTRONICO PRIVADO COMO PRUEBA EN PROCESO PENAL. Alega la recurrente que dirigió un correo electrónico a varios funcionarios de la Asamblea Legislativa en el que les planteaba algunas situaciones  relacionadas con el alcance de las resoluciones del Tribunal de Servicio Civil y del Tribunal Superior de Trabajo referidas al puesto que ocupa en la Asamblea Legislativa. No obstante,  sin su consentimiento este correo, fue accesado por dos funcionarias,  quienes lo reprodujeron e imprimieron y alteraron, para ser utilizado como prueba en una querella privada que tramita en su contra, lo que le ha irrogado un enorme perjuicio pues es usado en un proceso penal, considerando que ello vulnera sus derechos. En este caso, consta que el correo electrónico enviado no fue de carácter privado sino que fue recibido por muchos funcionarios de la Asamblea Legislativa, por lo que no se estiman lesionados el derecho a la intimidad o al secreto de las comunicaciones. Sobre la utilización del mismo en una querella, es un asunto que debe analizarse en vía penal.  SL
10440-07. LIBERTAD DE EXPRESIÓN DE FUNCIONARIOS PUBLICOS.  Alega el recurrente que el 20 de diciembre de 2006,  funcionarios de la C.C.S.S. le impidieron realizar una entrevista con una periodista de La Prensa Libre, a solicitud del Sindicato de Inspectores de la Caja Costarricense de Seguro Social (SICCSS), que originalmente iba a realizarse en el Área de Inspección ubicada en el quinto piso de las Oficinas Centrales de la C.C.S.S. En esa oportunidad se le manifestó que no contaba con la autorización debida para brindar la entrevista en horas laborales y que no podía brindar declaración en contra de la institución dentro de las instalaciones, por lo que se vio obligado a terminar la entrevista en el corredor de las Oficinas Centrales de la Caja recurrida.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Inspección de la Caja Costarricense de Seguro Social, abstenerse de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger la pretensión del amparado. CL
10526-07. REUBICACIÓN POR RAZONES DE SALUD. Señala la recurrente que ha gestionado su traslado en propiedad de la Escuela Valle Verde en Aguas Claras de Upala, o bien, a otra en San Isidro de Aguas Claras, en virtud de un problema psiquiátrico que padece y el cual le ha producido una disminución de su capacidad general orgánica para desempeñarse como docente. A pesar de sus insistentes gestiones y que para ello aportó los certificados médicos correspondientes, no se le ha resuelto nada y se le mantiene en una situación que compromete gravemente su salud y su trabajo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la comunicación de esta resolución, se reubique a la amparada en un puesto en el que no sea expuesta su salud, atendiendo a las enfermedades que padece. CL
10303-07. NOMBRAMIENTOS.  Señalan las recurrentes que pese haber sido nombradas en propiedad, para el presente curso lectivo, en el Liceo Mauricio Alvarado Vargas, con base en el concurso realizado por el Ministerio recurrido el año pasado, dichos nombramientos fueron dejados sin efecto, alegándose que por error administrativo las plazas asignadas fueron otorgadas en propiedad pese a tratarse de códigos de naturaleza interina. Señalan que posteriormente fueron nombradas como funcionarias interinas por el resto del presente curso lectivo con lo que se les impidió, por error de la administración, poder optar por otra plaza en propiedad que se hubiese ajustado a su calificación profesional. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los actos mediante los cuales se dispuso el cese de funciones de las recurrentes en sus plazas de profesoras de enseñanza especial, en la especialidad de retardo mental, en propiedad. Se ordena al Ministro de Educación Pública, restituir inmediatamente a las amparadas en las plazas números 54530, 54751 y 54658 como profesoras de enseñanza especial, retardo mental, en propiedad. CL
10306-07. NIEGAN PERMISO PARA CUIDAR A HIJO. Alega la recurrente que tuvo un parto por cesárea, por medio del cual nació en forma prematura su hijo que ha requerido de cuidados especiales lo que a su vez le han ocasionado una depresión post parto que la obliga a mantenerse en control médico. En razón de su actual condición y por los cuidados especiales que requiere su hijo, solicitó se le concediera un permiso con goce de medio salario con fundamento en lo que establece el artículo 166 e la Ley de Carrera Docente. Para demostrar su condición actual de salud, así como la necesidad  de contar con una licencia, aportó el correspondiente dictamen médico extendido por el médico del EBAIS de Barva con lo que cumplió el requisito legal. No obstante, la Directora recurrida le denegó la licencia solicitada con fundamento en el artículo 37, inciso c), proveniente del Título I del Estatuto de Servicio Civil y el artículo 26 de su Reglamento no aplican en su caso por ser Directora de un centro educativo sino las del Título II, por lo que el rechazo de la licencia es violatoria del principio constitucional de igualdad jurídica en detrimento de su derecho a la salud y protección de la familia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que le otorgue inmediatamente a la recurrente, la licencia prevista en el artículo 166 del Título II del Estatuto de Servicio Civil, Ley de Carrera Docente si otra causa ajena a la examinada no lo impide. CL
10339-07. ANULAN NOMBRAMIENTO INTERINO POR INCAPACIDAD SIMULTÁNEA. Señala la recurrente que durante el 2006 entregó su oferta de servicios para optar por un nombramiento para el curso lectivo del 2007, razón por la que se le comunicó mediante telegrama, nombramiento interino como Profesora de Idioma Extranjero en la especialidad de Inglés en la Escuela Palmichal con rige del 14 de marzo del 2007 al 18 de diciembre del 2007.  Para el presente curso lectivo se le extiende incapacidad por maternidad por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social y al presentarse a entregar la incapacidad ante las oficinas correspondientes, le indican que no puede entregar la misma por cuanto su nombramiento no procede, sin brindar ningún tipo de explicación,  siendo que ya ha pasado mucho tiempo para hacer entrega de su incapacidad. Indica que en su acción de personal se registra su nombramiento interino por todo el curso lectivo 2007, por lo que actualmente recibe el salario correspondiente, y al solicitar información al Director del Centro Educativo en donde se encuentra nombrada, le indican que hay otro docente laborando en su puesto y que por ello no le pueden recibir la incapacidad. Lo anterior le perjudica sustancialmente, por cuanto no ha podido cobrar el subsidio en la Caja Costarricense de Seguro Social al no tener dicha incapacidad la firma de su patrono, siendo que le asiste el derecho a que se le otorgue la Licencia de maternidad de lo contrario estaría completamente desprotegida para efectos de atención médica y salarial.  Indica bajo juramento el Ministro de Educación, que se anula la propuesta de nombramiento, explicándosele a la recurrente que al estar incapacitada no se le puede realizar un nombramiento interino, según lo dispuesto en el artículo 82, inciso e) del Reglamento de Carrera Docente del Estatuto del Servicio Civil. Con base en la parte considerativa de la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
9879-07. DESPIDO DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES EN PERIODO DE PRUEBA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 133 del Código Municipal. Consideran los accionantes que dicha norma es contraria a lo dispuesto en los artículos 33, 39 y 41 de la Constitución Política, en cuanto faculta al Alcalde Municipal para despedir a los servidores municipales que se encuentran en período de prueba, sin que los mismos hubieren cometido falta alguna y sin que se les siga el debido proceso, ocasionándoles un daño económico, social y emocional.  Ello, a diferencia del resto de los servidores municipales, que en virtud de lo dispuesto en el artículo 146 del Código Municipal, no pueden ser despedidos de sus puestos a menos que incurran en las causales de despido que prescriba el Código de Trabajo. Este Tribunal ha resuelto que el despido de un funcionario durante el período de prueba no obliga al empleador a seguir el debido proceso, en virtud de que precisamente el período de prueba es un plazo que está previsto para que se pueda evaluar el desempeño del trabajador, su eficiencia, responsabilidad, aptitud, etc. Sobre el tema se cita las sentencias: 4335-05, 1455-02, 3016-02, 7388-02, 9420-02 y 11911-02. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Cruz ponen nota. RF
9804-07. REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO. Señala el recurrente que se le tramitó ascenso interino  como Director del Colegio 2 en el Liceo Rincón Grande de Pavas a partir del 26 de febrero de 2007. En un principio, las autoridades administrativas estimaron que la funcionaria que se había desempeñado en ese puesto durante el año 2007, no reunía los requisitos para ocupar el puesto.  A partir de esa consideración inicial, se optó por cesar el ascenso de la funcionaria, y, en su lugar, ascender interinamente al amparado; no obstante, posteriormente se le cesó del puesto. Se declara con lugar el recurso por infracción al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula lo resuelto en el oficio UG2-0967-2007 del 27 de febrero de 2007 suscrito por la Directora General de Personal del Ministerio de Educación Pública, mediante el cual, se le informó al amparado, que se dejaba sin efecto el ascenso interino como Director del Colegio 2 en el Liceo Rincón Grande de Pavas. 

9820-07. MEDIDA CAUTELAR. REUBICACION. Señala el recurrente que le fue impuesta una medida cautelar de reubicación temporal adoptada desde junio de 2006, como consecuencia de una investigación que aún no se ha concluido y sin que hasta ahora le haya sido abierto un procedimiento administrativo. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto la reubicación temporal del amparado dispuesta en artículo VII, artículo XX de la sesión de 31 de mayo de 2006, del Consejo de Personal del Ministerio de Seguridad Pública. CL
9781-07. RECONOCIMIENTO DE ANUALIDADES. Manifiesta la recurrente que solicitó al Departamento de Expedientes del MEP una certificación de tiempo servicio para el pago de anualidades.  Aduce que en dicha certificación no constan algunos años en los cuales laboró para la institución y al  solicitar la revisión de su expediente se le indicó que se había perdido. Desde entonces, afirma que ha procurado ver el expediente pero le dicen lo mismo, con el inconveniente de que al no aparecer su tiempo de servicio no le pagan las anualidades.  Reclama que el catorce de marzo de dos mil siete solicitó por escrito el reconocimiento de anualidades, con base en los datos sobre salarios percibidos que sí constan en la Contabilidad Nacional, pero ni aparece el expediente ni se le reconocen las anualidades de los años 1988, 1989, 1994, 1995, 1996, 1998 y 1999, lo que implica que está perdiendo ocho años de anualidades. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General de Personal y de Jefe de la Sección de Expedientes, ambos del Ministerio de Educación Pública, que de inmediato se inicien los trámites que en derecho correspondan, con el fin de que a la amparada se le reconozca y se le cancele el monto correspondiente a anualidades por el tiempo de servicio prestado a ese Órgano según certificación N° 5257-2006 emitida por la Contabilidad Nacional. CL
9520-07. PAGO DE DISPONIBILIDAD PARA DIRECTORES Y SUBDIRECTORES MEDICOS DE HOSPITALES. Alega el accionante que mediante Circular N° 16.829 del 26 de abril del 2006, suscrita por la Secretaria de la Junta Directiva de la CCSS, comunicó que esa Junta en su artículo 16ª de la sesión N° 8050, aprobó el Reglamento Incentivo por Disponibilidad para Directores y Subdirectores Médicos de hospitales y Directores Médicos de Áreas de Salud, que paga diferente la disponibilidad a los Directores de Hospitales y a los de Directores de Unidades no Descentralizadas. En el fondo, lo que se discute en el presente amparo, es el parámetro que utilizó la entidad recurrida para determinar, a quienes les paga el rubro de disponibilidad o no, con base en el criterio de que sí se trata de Jefaturas de Órganos Desconcentrados o no, lo cual, ya fue resuelto por esta Sala en sentencia número 8092-06. RF
9624-07. RESOLUCION DE DESPIDO. FALTA DE FUNDAMENTACION.  Alega el recurrente que la Dirección General de Gestión Regional y Red de Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social dispuso su despido sin responsabilidad patronal y, afirma que la resolución carece de fundamentación, pues no precisa las faltas que se le imputan, ni las pruebas que sirvieron de fundamento para imponer dicha sanción. Como segundo punto, el recurrente acusa que la resolución No. 1922-07 omitió señalar los recursos que caben contra dicho pronunciamiento, así como el plazo para interponerlos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en cuanto a la falta de fundamentación de la resolución No. 1922-07 de las 13:00 horas del 4 de mayo del 2007, de la Dirección General, Gestión Regional y Red de Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social. En cuanto a la alegada violación al artículo 39 constitucional, por la falta de señalamiento de los recursos que cabían contra dicha resolución, estése el recurrente a lo resuelto por esta Sala en la sentencia No. 2007-9201 de las 17:30 horas del 26 de junio del 2007. CL
DERECHO PENAL
10797-07. PLAZO DE MEDICAS CAUTELARES. Indican los accionantes que en el proceso penal en su contra, se ordenó el impedimento de salida del país de su representado sin indicación de plazo y aunque han ejercido las acciones procesales que la ley les provee para que se fije un plazo para la conclusión de la investigación, no han obtenido resolución favorable de las autoridades judiciales constituyéndose una violación al derecho a una justicia pronta y cumplida que afecta el derecho de trasladarse, de libre salida e ingreso a nuestro territorio que le garantiza a aquél la Constitución. Tal situación a sus juicios es un acto administrativo arbitrario que infringe el derecho de la Constitución. La Sala ha manifestado que las medidas cautelares sustitutivas a la prisión preventiva no se encuentran sujetas a plazo. Sobre el tema se cita las sentencias 1627-01 y 13993-04. En este caso, la medida se encuentra debidamente fundamentada.  SL
10799-07. TRIBUNAL OBLIGA A IMPUTADO A PERMANECER EN JUICIO. Señala e recurrente alega que pese a que el tutelado presenta diversos problemas de salud, el Tribunal Penal de Heredia lo obliga a asistir a las diferentes audiencias que se han realizado en el juicio que se tramita en su contra por el delito de Homicidio Calificado. Se analizan las facultades del Tribunal Penal para Asegurar la realización del juicio oral y público. Debe recalcarse que el tutelado tiene el deber de presentarse al juicio y el Tribunal tiene la potestad de hacerlo comparecer por la fuerza, si mostrara renuencia en asistir al mismo.  Ahora bien, si el tutelado considera que existen causas justificadas para no asistir a alguna audiencia, deberá gestionar lo pertinente ante el propio Tribunal, a quien le corresponde valorar su situación particular.  En este caso concreto, consta que el Tribunal recurrido ha resguardado, en todo momento, el derecho a la salud del amparado. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Solano y la Magistrada Calzada salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
10429-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que la prisión preventiva dictada en su contra es ilegítima.  Estima que la labor realizada por la Defensora Pública asignada a su caso, ha sido negligente y lesiva de su derecho de defensa y en ese sentido argumenta que el veintiuno de junio no se pudo recibir una prueba aportada para la revisión de su prisión preventiva porque la defensora pública se opuso y luego el veintinueve de junio siguiente tampoco se pudo realizar la audiencia prevista porque esa defensora pública estaba incapacitada. Solicita que se le permita defenderse personalmente y pide que se ordene su libertad. Parte de los argumentos que reclama el recurrente, fueron analizados en la sentencia 5498-07. Consta que la medida cautelar impugnada, se encuentra debidamente fundamentada. Sobre la solicitud a efectos de que se le permita defenderse personalmente, es reiterada la jurisprudencia de la Sala en la que se ha señalado que el derecho general a la defensa, no solo en el campo penal sino también en toda materia sancionadora o que pueda desembocar en la supresión o restricción de derechos subjetivos de las personas, está consagrado en los artículos 39 de la Constitución Política, el artículo 8º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en sus párrafos 1º, para todo proceso, y 2º a 5º específicamente para el proceso penal, desarrollados a nivel legal en el Código Procesal Penal, de manera que no puede de ningún modo coartarse la intervención del defensor ni el ejercicio de la defensa, siendo por el contrario absolutamente procedente cualquier medida que sea tomada por los órganos jurisdiccionales tendiente a garantizar al imputado el acceso a ese derecho.  Se cita la sentencia 8433-06. SL
10433-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Señala el recurrente que la resolución que ordenó la prisión preventiva venció el 18 de junio de 2007 y, a la fecha de presentación del recurso 6 de julio de 2007, no se había prorrogado la privación de libertad del tutelado. En este caso se logró acreditar una flagrante infracción a los derechos constitucionales del recurrente, máxime que en una materia tan sensible como la libertad personal, no se justifica que se haya incurrido en una omisión de semejante naturaleza. CL 

10425-07. NO SE HACE EFECTIVA EXTRADICION POR CAUSA PENAL INACTIVA. Señala la recurrente que el amparado sufre una restricción a la libertad ilegítima, pues la Fiscalía de Heredia mantiene inactiva la causa penal que se tramita en su contra, lo que implica, no sólo que no pueda hacerse efectiva la sentencia en que se declaró con lugar la extradición, sino que además, el amparado continúe privado de libertad hasta tanto no se defina su situación en esa causa, por lo que solicita se declare con lugar el recurso y se ordene su libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se dispone declarar sin lugar el recurso.  Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL

10573-07. CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR. Señala el recurrente, abogado defensor del amparado, que la resolución del Juzgado Penal de Pavas que deniega el cambio de medida cautelar carece de fundamentación, toda vez que alegándose lo mismo que otro co-imputado al amparado se le denegó mientras que al otro se le aceptó el cambio de medida. Se reitera, que no le corresponde a esta Jurisdicción entrar a fiscalizar la apreciación que las autoridades jurisdiccionales penales hagan para resolver de una u otra manera, careciendo de competencia para suplir a la jurisdicción ordinaria y actuar como alzada en la materia. Sin embargo, en razón de que la fundamentación de las resoluciones es constitutiva del debido proceso esta Sala no puede menos que analizar el asunto. Se cita la sentencia 5396-95. En este caso concreto, se constata que la medida dictada contra el amparado, se encuentra debidamente fundamentada. SL
10567-07. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA. Señala el recurrente que la autoridad recurrida no confirió audiencia al imputado o a su defensa técnica para que se pronunciaran sobre la solicitud de prórroga de la medida cautelar del encartado. En ese sentido, reclaman que la representación del órgano acusador acudió al Tribunal de Casación Penal, requiriendo la ampliación de la prisión preventiva del tutelado por hechos delictivos que hasta ese momento, no le habían sido imputados, situación que, en su criterio, lo colocó en un estado de indefensión. Consta en este caso, que la autoridad judicial recurrida estimó innecesario otorgar audiencia a las partes o convocar a una vista para la discusión del tema, autorizando la prórroga cuestionada. Respecto a la  falta de  intimación, consta que la autoridad recurrida ya se pronunció sobre ese aspecto. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso por violación al derecho de defensa y contradictorio. El Magistrado Mora pone nota. SL
10568-07. PRISION PREVENTIVA. AUDIENCIA.  Alega el accionante que tomando en cuenta los hechos alegados por el Ministerio Público, la Jueza Penal acogió la petición del Fiscal e impuso seis meses de prisión preventiva al amparado, calificando los hechos como homicidio calificado, a pesar de que el presunto ofendido goza de buena salud. Indica que en su calidad de defensor del amparado, interpuso un recurso de apelación contra la resolución de cita y solicitó a su vez que se realizara una vista oral, con el fin de ofrecer una serie de testimonios a favor de su representado. Reclama que mediante resolución el Tribunal de Juicio recurrido denegó la solicitud de vista y recepción de testigos bajo el argumento de que no contaba con personal, en razón del servicio extraordinario que se estaba realizando por las vacaciones colectivas de los empleados judiciales. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, que dentro del plazo de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de esta sentencia, proceda a resolver nuevamente la solicitud de audiencia oral planteada por el recurrente el once de julio de dos mil seis, en forma fundamentada. CL
10350-07. PRISION PREVENTIVA. Alega la recurrente que la resolución que ordena la  prisión preventiva en contra del amparado no se encuentra razonablemente fundamentada, se dicto la medida cautelar de oficio y no a solicitud del Ministerio Público. Aunado a que se tomó declaración indagatoria al accionante sin la presencia de su defensor. En este caso, el proceso se encuentra con señalamiento para debate, etapa en la cual, el juzgador puede dictar la prisión preventiva, aún sin solicitud expresa del Ministerio Público. Sobre el tema se citan las sentencias 2992-05 y 14902-05. Por otra parte, consta que no se le tomó declaración indagatoria, únicamente se le tomaron los datos de identificación. SL
9859-07. EXTRADICION. Señala la recurrente que el Tribunal de Casación Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sección Segunda, San Ramón, declaró con lugar las diligencias de extradición que promueve el Gobierno de Australia en contra del amparado. Que en el por tanto de la sentencia citada se indica: "Se admite la prueba documental nueva que ofreció la defensa durante la audiencia de vista, que rola de folios 573 a 592. Se declara sin lugar el recurso de apelación interpuesto.” Sin embargo, de previo a materializar la entrega efectiva del extraditable al país requirente, la misma se condiciona a que durante la fase de ejecución la autoridad jurisdiccional competente le exija y obtenga del Gobierno de Australia garantía suficiente de que el amparado no será juzgado ni sometido a pena por hechos distintos a los que se formulan en las presentes diligencias de extradición, como tampoco será sometido a pena de muerte, ni a tratos crueles y degradantes, lo que conforme al artículo 11 de la Ley de Extradición, deberá cumplir en un plazo de hasta dos meses contados a partir de la firmeza de este fallo. La prueba admitida que señala la parte dispositiva de la sentencia, fue agregada al expediente, la cual señala la imposibilidad del Gobierno de Australia de poder cumplir con la indicada promesa dentro de los requisitos que obliga el Estado Costarricense. Pese a ello, se mantiene privado de libertad al amparado y se dispuso la entrega al Estado Requirente por un plazo de dos meses para la ejecución de la sentencia. Afirma que el Estado Requirente no está garantizando que en el caso del amparado no se le aplicará pena perpetua o superior a veinte años, situaciones proscritas por nuestra Constitución y nuestra legislación penal y procesal penal, por lo que el amparado debería estar en libertad y no sufriendo la privación de tal derecho. Con base en las consideraciones expuestas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución al Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz, a fin de que tomen en cuenta lo indicado en el penúltimo considerando. SL 

9949-07. MINISTERIO PÚBLICO NIEGA SOLICITUD DE PROCESO ABREVIADO. Alega el recurrente que el Ministerio Público procedió a denegar su solicitud para que se sometiera al amparado a un procedimiento abreviado, bajo el argumento de que  éste no planteó dicha solicitud dentro de los diez días posteriores a la fecha en que fue indagado, tal y como lo dispone la circular 31-2006 del Ministerio Público. Sobre el tema se cita la sentencia 506-07. SL
9832-07. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Señala la recurrente que al apelar la prisión preventiva del amparado solicitó se realizara una audiencia oral para informar sobre el recurso y ampliar los argumentos del mismo, pero que se declaró sin lugar el recurso de apelación y se le negó la vista indicándose que era innecesaria. En este caso, consta que la Juzgadora indicó los motivos por los cuales rechazaba solicitud planteada por la defensa. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Sosto salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
9830-07. PRISION PREVENTIVA. COMPETENCIA DEL ORGANO QUE DICTO LA MEDIDA. Impugna el recurrente los argumentos bajo los cuales se le impuso a su defendido la prisión preventiva. Estima la Sala que es en la sede penal y no ante este Tribunal especializado, donde deberá discutirse si se configuran o no los supuestos que justifican la imposición de la prisión preventiva del amparado. Sobre el tema se cita el voto 8811-02. Por otra parte, se acusa que la detención se dictó por parte de un órgano incompetente, por cuanto fue dictada por el Juzgado Penal Juvenil de Puntarenas que posteriormente se declaró incompetente, lo que no lesiona derecho alguno, en tanto en el momento de dictarlo, el órgano recurrido era competente. RF
9670-07. RECHAZO DE CONCILIACION. Alega el recurrente que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José no motivó fundadamente la denegatoria de la solicitud de conciliación que presentó. Adicionalmente, alega que el recurso de apelación que presentó contra esa denegatoria no se ha resuelto y el proceso penal no ha avanzado a la etapa intermedia, a pesar de que lleva casi doce meses descontando prisión preventiva. En este caso, la resolución que denegó el acuerdo conciliatorio suscrito entre el tutelado y el ofendido, no resulta omisa ni violatoria de los derechos fundamentales del amparado, según las razones dadas en la sentencia, se hizo conforme a lo dispuesto en el artículo 36 del Código Procesal Penal. La realización de la audiencia preliminar, se ha visto retrasada como consecuencia del ejercicio del derecho de defensa del tutelado. Finalmente, se descarta que el Tribunal de Juicio haya dilatado excesivamente la resolución del recurso de apelación, el cual, en todo caso, fue desestimado y notificado con anterioridad a que se notificara la resolución que dio curso a este proceso. SL
9671-07. DETENCION EN PROCESO DE EXTRADICIÓN. Señala el recurrente que transcurrieron, aproximadamente, dos días entre el momento en que fue detenido por agentes de INTERPOL y el que fue puesto a la orden de la autoridad jurisdiccional. Alega que la resolución que ordenó su detención adolece de falta de fundamentación y se basa en una petición formal presentada por el Gobierno de Estados Unidos que carece de una traducción oficial. Acusa que el tutelado padece de problemas de salud que requieren de atención médica especializada, lo que considera no se le puede brindar en el Centro de Atención Institucional de San José, donde se encuentra, actualmente, recluido. Sobre la extradición, la detención provisional y la aplicación del Tratado entre los Estados Unidos de América y Costa Rica, se cita el voto 926-94. En este caso, la detención del amparado, según lo analizado en la sentencia, se encuentra a derecho. También se constata que las recomendaciones del dictamen médico legal han sido atendidas por las autoridades del CAI San José, por lo que no se observa quebranto alguno a su derecho a la salud. SL     

9678-07. PRISIÓN PREVENTIVA. Manifiesta el recurrente que el  amparado se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional de Cartago, a la orden del Tribunal de Juicio de Cartago, el Tribunal de Casación Penal, declaró con lugar la demanda de revisión interpuesta, anulando integralmente el fallo cuestionado y ordenando el reenvío para que se resolviera conforme a derecho. Así, de oficio se autorizó la prórroga de la prisión preventiva del amparado por el término de tres meses y hasta el 21 de junio del 2007. Dicho plazo venció, sin que el Tribunal accionado haya dictado resolución alguna prorrogando la medida cautelar interpuesta. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado. Se ordena al Tribunal de Casación Penal que le notifique al amparado de inmediato la resolución que prorroga la prisión preventiva. CL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

9857-07. DEPORTACION. Señala el accionante que los amparados se encuentran casados con ciudadanas costarricenses y que a pesar de que sus esposas se apersonaron al Centro de Aprehensión de Hatillo, y presentaron sus certificados de matrimonio, a los tutelados se les mantiene allí  recluidos desde el viernes 29 de junio del año en curso y se les indicó que sus cónyuges serán deportados. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a uno de los recurrentes. En consecuencia, se deja sin efecto la resolución número 135-2007-711-DPI-PME/ebb de las diez horas con veintiséis minutos del cuatro del julio del dos mil siete, dictada por la Dirección General de Migración y Extranjería. Se ordena la libertad del amparado si otra causa no lo impide. CL Parcial
9945-07. DEPORTACION. Alega el recurrente que su representado se encuentra detenido ilegítimamente por las autoridades de Migración, por no portar el pasaporte que días atrás había extraviado. Sobre un caso similar se cita la sentencia 6307-02. En este caso no fue posible constatar la condición migratoria del amparado, ni haya denunciado la pérdida de su pasaporte, ni las gestiones realizadas ante el consulado de su país la reposición del documento. SL
MINORIAS
10327-07. FALTA DE ACCESO PARA PERSONAS CON ALGUNA  DISCAPACIDAD EN NEGOCIO. Alega el recurrente que el restaurante Pizza Hut ubicado al costado este del Banco de Costa Rica en San José, no cuenta con baños adaptados a la Ley 7600 y por lo tanto, el amparado en su condición de persona con discapacidad, no pudo acceder a ese servicio sanitario por lo que tuvo que hacer sus necesidades fisiológicas en el pasillo que conducía a los baños. Considera que esta situación es discriminatoria y lesiva de los derechos del amparado por lo que pide la estimación del amparo. Se declara con lugar el recurso. Se advierte a Comidas Centroamericanas Sociedad Anónima que deberá adoptar las medidas que sean necesarias a fin de evitar que en el futuro se presenten situaciones como la denunciada en este amparo. CL 

10329-07. LIMITACIONES PARA EL ACCESO DE PERSONAS CON ALGUNA DISCAPACIDAD A TRIBUNALES DE PUNTARENAS. Acusa el recurrente que se presentó al edificio que ocupa los Tribunales de Puntarenas, así como a los locales donde se ubican el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Esparza y la Fiscalía para realizar unas gestiones, sin embargo, se encontró con barreras físicas que le impedían el libre acceso en virtud que tiene una discapacidad física, "secuelas de poliomelitis", por lo que tuvo que ser atendido  en las aceras o pasillos de dichas instalaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, que en el término improrrogable de seis meses, contado a partir de la notificación de esta resolución, tome las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a aquellas áreas que sean de acceso al público en las edificaciones judiciales de los Tribunales en Puntarenas, la Fiscalía de Puntarenas, así como el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Esparza. CL

MUNICIPALIDAD
11058-07. FALTA DE LIMPIEZA DE LOTES. Señala el recurrente la omisión de la Municipalidad de la Unión y de los propietarios de los lotes colindantes a su propiedad, en disponer la limpieza y cercado de esos terrenos, situados en la Urbanización Villas de Ayarco de ese cantón, en los cuales se acumula maleza, basura y otros, dando lugar a malos olores y a plaga de ratas, pese a que ha gestionado lo pertinente, en forma verbal y escrita, ante la Municipalidad, no hace nada por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de La Unión, que dentro de los quince días posteriores a la notificación de esta resolución, proceda de conformidad con el artículo 76 del Código Municipal, limpiando y cercando los terrenos colindantes al del recurrente. CL
10266-07. PROBLEMAS CON UTILIZACION DE LOTE MUNICIPAL. Alega el recurrente que vive con su familia en la casa número 1C de Residencial El Pórtico en San Roque de Barva de Heredia. Su vivienda colinda al sur con un lote que estaba destinado a área comunal. Desde veintinueve de septiembre del dos mil seis, se planteó ante la Alcaldía de la Municipalidad de Barva, una denuncia a fin de que se resolvieran los graves problemas derivados de que se emplee para otro fin distinto al que estaba destinado, el lote C del Residencial El Pórtico de San Roque de Barva de Heredia, ya que no obstante, el inmueble debía utilizarse como área comunal se emplea como plaza de fútbol, con todos los perjuicios que les causa a ellos -pues se perturba su tranquilidad- y a su propiedad. Solicita el recurrente que la Municipalidad le de solución a su problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Barva, que dentro del plazo de dos meses contados a partir de la notificación de esta resolución, procure  solución al problema denunciado por los amparados el 29 de setiembre del 2006 y que origina la estimatoria de este recurso. Se ordena a la Contraloría General de la República, en la persona del Gerente de Área de Servicios Municipales, que no autorice el presupuesto ni ninguna modificación presupuestaria para el dos mil siete, proveniente de la Municipalidad de Barva si no incluye las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL
9964-07. SERVIDUMBRE DE AGUAS EN PROPIEDAD PRIVADA. Alega el recurrente que la Municipalidad recurrida,  constituyó una servidumbre de aguas existente de hecho a través de su inmueble, provocando con ello inundaciones en su vivienda, así como la pérdida del menaje de casa. Asimismo, reclama que sin un estudio técnico previo, la Municipalidad recurrida otorgó permisos a su vecina, para que efectuara un canal de mayor tubería al existente, para que las aguas desfogaran con mayor capacidad de litros por minuto a través de su propiedad. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director de la Dirección de Desarrollo y Control Urbano, Contralor Ambiental y Alcalde Municipal, todos de la Municipalidad de Santa Ana, ejecutar, con base en los estudios técnicos pertinentes, las obras que resulten necesarias a fin de  eliminar en forma definitiva el desbordamiento de agua que ocasiona daños al inmueble del amparado, todo en el plazo improrrogable de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
9807-07. PERMISO PARA EXTRACCION DE TIERRA. Alega el recurrente que el Concejo Municipal del Cantón de Tibás otorgó la aprobación, el pasado 30 de enero de 2007, para que se realizara, un evento conocido con el nombre de Knights X-Cross Freestyle Internacional, actividad de exhibición y acrobacia de motociclistas en las instalaciones del Estadio Ricardo Saprissa, pese a que no se contó con el permiso municipal para la extracción y acarreo de gran cantidad de tierra que se utilizó para conformar la pista sobre la que se desarrollo dicha actividad. Al respecto, refirió que ese material fue transportado en numerosos viajes de vagoneta desde el sitio de la extracción hasta las instalaciones del citado Estadio, a una distancia de aproximadamente un kilómetro.  Aduce que ese movimiento de suelo produjo serios trastornos a los vecinos del lugar y que no se contó con los respectivos permisos para depositar la tierra en las instalaciones del Estadio, ni para la colocación de gran cantidad de contenedores con los que se formaron dos torres de considerable altura.   Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en contra de la Municipalidad de Tibás. Se ordena a la Presidenta del Concejo Municipal de Tibás, que disponga de inmediato las medidas necesarias para que se de cabal cumplimiento a las recomendaciones hechas por el Departamento de Prevención y Mitigación de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, en los oficios números CNE-DPM-60-07 de fecha 1° de febrero del 2007 y DPM-INF-0279-2007 de fecha 30 de abril del 2007. CL Parcial
NOTARIADO

10438-07. CONCURSO DE NOTARIOS EN EL BPDC. Señala el amparado que el Banco Popular y de Desarrollo Comunal, se pretende cesarlo como notario externo después de 24 años de servicio, al sacar a licitación su plaza, lo cual le causa incerteza jurídica. Refiere que no se le invitó a participar de la licitación que se llevará a cabo y, por el hecho de haber sido sancionado en el año 1999 tampoco se le permitirá participar, constituyéndose esto en una doble sanción en su perjuicio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se constata que lo planteado en este asunto, no constituye lesión a los derechos fundamentales acusados.  SL   

PENSIONES ALIMENTARIAS

10426-07. ORDEN DE APREMIO. NIEGAN CAMBIO DE TESTIGO. Manifiesta el recurrente que en audiencia señalada por la Juez de Pensiones Alimentarias de Escazú, para recibir un testimonio ofrecido, no se aceptó sustituir al testigo por otro que presentó el amparado y, en su lugar, se ordenó detenerlo por adeudar dos meses de pensión alimentaria, sin resolver la gestión de permiso para pagar en tractos y buscar trabajo. Además la circunstancia del amparado es que está recién operado y sin trabajo, caminando incluso con dificultad por ese mismo motivo. Considera el recurrente que esa detención se realizó sin cumplir los principios del artículo 2 de la Ley de Pensiones Alimentarias, porque los testimonios debieron ser evacuados el mismo día que se presentó la gestión, momento en que ambos testigos acompañaban al ahora detenido y no un mes después, mucho menos notificar un señalamiento para el día hábil siguiente de manera tan intempestiva que no pudo presentar al testigo, ni rechazar otra testigo porque no había sido ofrecida. Considera violentado el derecho de defensa. En este caso, consta que la audiencia no se llevó a cabo por cuanto se hicieron presentes  las partes, sin el testigo ofrecido, las  gestiones planteadas fueron debidamente resueltas y la orden de apremio corporal en contra del demandado se encuentra fundamentada. SL 
9583-07. DEDUCCION AUTOMATICA DE SALARIO. Señala el recurrente que el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela de modo injustificado, dictó una orden de apremio corporal en su contra, pese a que la cuota relativa a la pensión alimentaria ha sido deducida con anterioridad de su salario. Acusa, asimismo, que no cuenta con los recursos económicos suficientes para cubrir nuevamente esa deuda. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la orden de apremio corporal dictada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela a la tutelada, ante la solicitud efectuada por la acreedora alimentaria el 24 de mayo de 2007, dentro de las diligencias de pensión alimentaria que se tramitan contra el amparado. CL 

PODER EJECUTIVO
10024-07. ROMPIMIENTO DE RELACIONES DIPLOMATICAS CON TAIWAN. En este caso, el recurrente cuestiona la decisión del Presidente de la República, de  romper unilateralmente relaciones diplomáticas con Taiwán. Estima que debió al menos consultar el criterio de la Asamblea Legislativa. Sobre la potestad del manejo de las relaciones diplomáticas del país, tal y como sucede en el caso que nos ocupa, este Tribunal de pronunció en la sentencia 13799-06. RP 
10017-07. CELEBRACION DEL DIA DE LA ANEXION. Alega el recurrente que el Consejo de  Gobierno dispuso sesionar este veinticinco de julio, en la ciudad de Liberia Guanacaste, no sólo porque de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley número 2034 del dieciocho de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, la celebración de la Anexión del Partido de Nicoya tendrá su sede oficial en la ciudad de Nicoya, sino porque las autoridades recurridas no han fundamentado la decisión que impugna, la cual resulta irrazonable, desproporcionada y contraria a derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas. Considera la Sala que los hechos impugnados en el amparo, no tienen la virtud de causar una violación a los derechos fundamentales del recurrente, ya que la decisión que impugna constituye el núcleo duro de la discrecionalidad, el cual, no es objeto de control jurisdiccional. Asimismo, el artículo 1 de la Ley número 2034 que cita en el memorial de interposición del recurso, el cual, establece -en lo que interesa, que "... En esa importante efeméride el Poder Ejecutivo y la Asamblea Legislativa podrán sesionar en cualquier cantón de la provincia de Guanacaste...", por lo que, en definitiva, será decisión de los recurridos establecer lo correspondiente. RP
SERVICIOS PUBLICOS
10736-07. CALLE EN MAL ESTADO EN DESAMPARADOS,  IMPIDEN ACCESO A CENTRO EDUCATIVO A MENORES CON DISCAPACIDAD. Acusan los recurrentes el retardo administrativo en el que han incurrido tanto la Municipalidad de Desamparados como el Ministerio de Obras Públicas y Transportes para reparar la calle que es la única vía de ingreso al Colegio Técnico Profesional José Albertazzi Avendaño. Lo anterior, por cuanto las malas condiciones de la vía dificultan el acceso de dos menores de edad al centro educativo, que padecen de serias enfermedades, lo que implica que requieran movilizarse en silla de ruedas. Se analiza la obligación objetiva del Estado de tutelar la vida humana y la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Desamparados y al Viceministro de Obras Públicas y Transportes, que procedan de inmediato a coordinar las acciones necesarias para rehabilitar o reparar la calle pública que constituye la única vía de acceso al Colegio Técnico Profesional José Albertazzi Avendaño y se asegure de manera efectiva y segura el tránsito de los menores de edad amparados al centro educativo en cuestión. CL
10792-07. DEFICIENTE SERVICIO DE AGUA. Señalan las recurrentes que desde hace muchos años, en la comunidad donde viven, vienen sufriendo graves problemas con el suministro de agua potable. Alegan que, prácticamente, todos los días del año y por varias horas consecutivas, las viviendas se quedan sin el líquido vital, con las consecuencias perjudiciales que ello implica. Manifiestan que el problema se ha agravado durante el presente año y que, pese a las constantes solicitudes que han hecho al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, no se ha logrado una solución definitiva. 
Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, cumplir a cabalidad con los acuerdos a los que llegó el Director de la Región Metropolitana, el 26 de junio del 2007, con los vecinos de las comunidades de San Rafael, Patio de Agua y San Pablo, hasta tanto no entre en funcionamiento la nueva Planta Potalibilizadora de San Rafael, el 30 de noviembre del 2007, tales como la apertura de los tanques para el suministro de agua a partir de las 3:30 am, considerando que demora casi una hora en llegar a las casas y que el servicio es muy necesario entre 4:00 y 6:00 am, siempre y cuando las condiciones del clima y la calidad del agua que ingresa a la planta permita que los tanques se llenen durante la noche y la distribución de agua potable -en tanto no entre en ejecución la planta- a través de cisternas. Se le ordena, asimismo, en un plazo razonable elaborar un Plan Maestro para la solución definitiva al problema de desabastecimiento de agua en el Sector de Coronado Norte. CL
10341-07. NIEGAN INSTALACION DE ELECTRICIDAD. Señala la recurrente que las autoridades recurridas rechazaron una solicitud de una extensión de línea eléctrica para una propiedad suya, ubicada en el sector de Turrúcares, Alajuela, bajo el argumento que no se contaba con los recursos económicos para realizar la obra. En este caso, consta que no puede instalársele la recurrente la electricidad debido a la inexistencia de medios técnicos para implementarla, razón por la que no es posible realizar la ejecución de lo solicitado, y ésta deberá construirse por cuenta propia o por medio de una empresa particular especializada en el ramo y autorizada por esa Institución; lo que se puso en conocimiento de la amparada. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Vargas y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
9965-07. PROBLEMAS CON EL SERVICIO DE AGUA POTABLE. Señala el recurrente que durante todo el año han sufrido por la falta de agua potable en sus viviendas, algunas veces durante horas; otras, durante días y noches: han tenido noticia de que el problema lo ocasiona la falta de plantas de potabilización efectivas; reclaman que a pesar de llevar casi un año con el problema, nunca se les ha informado que deban realizar un plan de racionamiento ni se les ha dado un horario; reiteradamente se han quejado ante el AyA pero no se les informa lo que sucede ni les dan solución alguna al problema. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que disponga lo pertinente a fin de que a partir del 1 de enero de 2008, el servicio se brinde adecuadamente; mientras no entre en operación la planta potabilizadora, deberá adoptar todas las medidas de urgencia que sean necesarias, como racionamientos y reparto de agua con camiones cisterna y cualesquiera otras, para disminuir al máximo la carencia de ese recurso. CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
10773-07. NIEGAN SOLICITUD DE DESAFILIACION DE COOPERATIVA.  Manifiesta el recurrente que reiteradamente ha solicitado su desafiliación a la cooperativa recurrida, pero se han negado argumentando que tiene deudas pendientes. Aduce que condicionan atender su solicitud hasta que pague lo adeudado, aún cuando existen otros medios legales para que se aseguren el pago de la deuda. Sobre el tema planteado se cita la sentencia 8985-03. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se tiene por desafiliado de COOPENAE al amparado. Se condena a la Cooperativa Nacional de Educadores R.L. al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de la vía civil.-

10735-07. NIEGAN SOLICITUD DE DESAFILIACION DE COOPERATIVA.  Manifiesta el recurrente que reiteradamente ha solicitado su desafiliación a la cooperativa recurrida, pero se han negado argumentando que tiene deudas pendientes. Aduce que condicionan atender su solicitud hasta que pague lo adeudado, aún cuando existen otros medios legales para que se aseguren el pago de la deuda. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia se tiene por desafiliado de la Caja de Ahorro y Préstamos de los Empleados del Poder Judicial (Caprede) al amparado. Se condena a la Caja de Ahorro y Préstamos de los Empleados del Poder Judicial al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia en la vía civil. CL
9779-07. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA Y LUZ POR PARTE DE LOS DUEÑOS DE INMUEBLE QUE ALQUILA. Alega el recurrente que alquila un inmueble propiedad de la recurrida y que el dieciocho de mayo del año en curso llegó un camión de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz a hacer retiro del medidor de la luz, a solicitud de la recurrida. Ese mismo día en la noche, Cascante llegó y arrancó el medidor del Instituto de Acueductos y Alcantarillados, dejándola no sólo sin el servicio de agua, sino un desperdicio de dicho líquido, todo  esto como una medida de presión a fin de que ella y su familia desocupen el inmueble. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a los recurridos proceder a la inmediata reconexión del servicio de electricidad en la vivienda en la que habita la amparada; asimismo, deberán gestionar de inmediato la instalación de un nuevo medidor en ese inmueble ante el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, con el fin de que les reinstale el servicio de agua potable a la brevedad. CL Parcial
